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Su despacho.

Tengo el honor de dirigirme al despacho a su di
conocimiento lo siguiente:
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1) Que asesoré la tesis de la Baoh¡ller Maria Eugenia Landaverry Méndez, intitulada
ILEGALIDAD DE LAS JUNTAS CONCILIATORIAS CELEBRADAS EN LA
Hscaríl DrsrRtrAL DEL MtNtsrERto púBLtco DEL MUNtctPto oe coeÁN,
ALTA VERAPAZ, y se cambió por VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD
PROCESAL, POR LA JUNTAS CONCILIATORIAS CELEBRADAS EN LA
nscnli¡ orsrRrrat oe coeÁH, nlrA vERAPAZ.

2) La tesis relacionada hace un estudio de los titulos ejecut¡vos en el proceso civil
guatemalteco, hace un análisis actualizado del proceso penal, describe la eslructura
orgánica y func¡onal del Ministerio Públ¡co y luego hace un análisis correcto, acerca
de Ia inefcac,a ejecutiva de las juntas conciliator¡as, pract¡cadas en sede fiscal,
faccionadas en actas ante los auxiliares fiscales del ente acusador.

3) En general en la elaboración de Ia tesis se utilizó el método deductivo, porque se
partió de conoc¡mientos generales, hasta arribar de manera particular al objeto de
estudio, de la problemática propuesta.

4) La tesis se redactó adecuadamente ut¡lizando las técnicas de estilo más moderno,
reconocido por la Asociac¡ón Amer¡cana de Psicología (A.P.A. American
Ps¡colo g ¡cal As soc¡at¡o n).

5) Además en el anexo se cuenta con el resultado de Ia encuesta pract¡cada a los
funcionarios del Ministerio Público involucrados en el tema objeto de estudio, con
resultados ¡nterpretativos sumamente interesantes.

5) Respecto a la contr¡bución científ¡ca del tema presentado, es menester indicar que
Ia Bachiller prec¡tada h¡zo acopio de su capacidad ¡nvestigadora, demostrando el
vic¡o planteado en la hipótesis de su investigación, es decir, que las actas en las
que consta las juntas conciliatorias celebradas en sede fiscal, carecen de fuerza
eiecutiva, en caso de incumplimiento de los sind¡cados.

0 s sÉI. 20lr



Lic. lederiú0 ,{ugus t0 llu¿lir (¿rd0n¡

2'calle 6-14 zonr 3 (o}án, Alta Verapaz.

Teléfonos: 79513609 y 51057124

7) Las conclus¡ones de la presente tesis demuestran la veracidad del problema
ptanteado en el plan de ¡nvestigación y además se hacen las recomendaciones
peúinentes para corregir la actuación de la fiscalia objeto de estudio.

B) La Bachiller antes mencionada además hizo uso de la bibliografía adecuada y
recomendada por m¡ persona.

En viftud de lo anterior emito dictamen favorable y considero que se ha cumpl¡do
con todo lo relacionado en el Artículo 32 del Normativo para la Elaboración de Tesis
de L¡cenciatura en c¡enc¡as Jurídicas y Sociales y del Examen General Público. por
lo que debe continuarse con los trám¡tes de rigor.

No ten¡endo a b¡en algo más que ¡nformar le protesto mi respeto.
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TMIN¡N ¡SgSONi:\ DI TESIS DE L4. FACULTAI} DE CIENCLAS
.luniult'eS y SoCtALUS. Gualemald. ociro de seplicmbre de dos mil once

Arenli¡rncfie. pase ai (ala) LICENCIADO (A)r ñIARIO GtlIl,l,ERlvlO. UtiC QUIM.
para que prcceda c ret isar el Ícbolo de lesis del (de Ia) esludraltle: lvlARlA EIIGENIA
L{NDAVI'IIRY ñIUNDEZ- Iniilulado: \TIOLA(IION AL PRINCIPIO DE
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VIjRAPAZ'.

Me perfiilo haccr dc su oorrocimiel1lo qüe eslii lacultado (4 para Lealizru hs
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Atentamente me dirijo a usted deseándole éxito e
y para hacer de su conoc¡miento lo s¡guiente;

fic. llari0 Guillerm0 cue Quim
6u avenida 1.22 z0na 4 000án, alla verapau.

Tetéfonos: 79521375 y 58035341

Cobán, Alta Verapaz, 28

Licenciado:
CARLOS MANUEL CASTRO MONROY
JETE DE LA UNIDAD DE ASESORíA DE TESIS
FACULTAD DE CIENCIAS JURíDICAS Y SOCIALES
UNIVERSIDAD DE SAN CARLOS DE GUATEMALA
Su despacho.

1) Que revisé Ia tesis, de la Bachiller María Eugenia Landaverry Méndez,
intitulada: VIOLACION AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD PROCESAL, POR
LAS JUNTAS CONCILIATORIAS CELEBRADAS EN LA FISCALíA
DISTRITAL DE COBÁN, ALTA VERAPAZ,

La tesis en mención hace un anális¡s de los titulos ejecutivos en el proceso
civil guatemalteco, realizando un estudio moderno del proceso penal,
describe el M¡nister¡o Público y luego arriba a conclusiones de certeza,
acerca de la inef¡cacia ejecutiva de las juntas conciliatorias practicadas en
el ente acusador, además contempla todos los elementos científicos para
esta clase de investigación; es decir, originalidad, creatividad y lógica,
desarrolladas en el enfoque dado al contenido; s¡endo este de carácter
jurídico puesto que presenta mecanismos idóneos a considerar para la
solución del problema planteado.

La metodologia y técnicas de investigac¡ón empleadas en el trabajo de tesrs
fueron las adecuadas, en Ia misma los siguientes métodos y técnicas: el
método deductivo, al tener contacto con el problema planteado, y
consecuentemente especificando el tema de trabajo de tesis; el método
inductivo que se apl¡có durante el desarrollo de la tes¡s, el método analítico
al tener contacto con la información bibliográfica de diferentes autores; y el
método sintético al resumir la información que se consideró importante.

En el anexo obra el resultado de la encuesta practicada, con resultados
interpretativos sumamente interesantes.

Respecto a la contribución científica del trabajo de tesis, lo constituye la
propuesta innovadora que presenta la bachi¡ler en la tram¡tación correcta
de la celebración de juntas conciliatorias en los órganos jurisdiccionales y
no el l\,4inisterio Público, para lograr con ello, cumplir con el princip¡o de
legalidad procesal. El trabajo de tesis en cuanto a su redacción, es claro,
ordenado y preciso.

2)

3)

4)

5)
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l,ic. Mario Guillemo Cuc Quim
6a avenida 1'22 r0[a 4 C0bán, Alla Vefapaz.

Telél0n0s: 79521375 y 58035341

6) Respecto a las conclusiones y recomendaciones en la presente
invest¡gac¡ón, const¡tuyen verdaderos hallazgos inferidos del análisis de la
problemática presentada y resultados congruentes con el tema abordado y
son por lo tanto consecuencia del análisis de la investigación realizada.

7) La. bibliografía empleada por la bachiller MARIA EUGENIA LANDAVERRY
MENDEZ, fue adecuada conforme lo abordado en cada capítulo recabando
la información necesaria

En virtud de lo anterior expuesto considero que el trabajo de
investigación desarrollado llena los requisitos establecidos en elArt¡culo 32 del
Normativo para la Elaboración de Tesis de Licenciatura en C¡encias Juríd¡cas y
Sociales y del Examen General Público, por lo que resulta procedente dar el
presente DICTAMEN FAVORABLE, APROBANDO el trabajo de tesis
revisado, estimando que el mismo puede ser materia de discusión en el
examen correspondiente.

Sin otro particular, me suscribo de usied.

Atentamente.

É','hY,,"*J
'" )i.,.,';:

Colegiado 2526
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DEDICATORIA

Le doy gracias por darme la ¡nteligencia y sab¡duría

presente en todo.

Porque ellos me d¡eron la v¡da y me gu¡aron en el cam¡no

coffecto y por ellos obtengo este éx¡to.

Carlos Ariel, por br¡ndarme su ternura y alegrfa.

Encamación P¡neda Pérez ( Q.P.D.)

Hilda Elena Zamora Zuñ¡ga (Q.P.D.)

José Manuel Landaverry Portillo (Q.P. D.)

A ellos, que D¡os los tenga en profundo descanso,

reconoc¡endo que estarían orgullosos de haber alcanzado este

triunfo.

,l'fill "
l!;9tc¡lfAqa :Y

\.,,.\*!!-2_

y estarA Dios:

A mis padres:

A ml hefmeño:

A mis ábüelos:

Salvador Paredes y Martina Urrutia, porque a pesar de

lejos siempre me esperan con los bmzos abiertos.

Por brindame su cariño y apoyo en todo momento.

Ja¡me y Mirna por ser mis guías esp¡rituales y

congregación de la lgles¡a Pacto de Mda.

estar

ala

A mls tlos y primos:

A mis pastores:

A mis amigos:

A mis compañeros:

Ar

por brindame su apoyo y enseñarme lo que es la ded¡ceción y

esflerzo.

De labores, tanto en la F¡scalía D¡strital d€ Cobán, Alta

Verapaz, como en la F¡scalia Metropol¡tana de Guatemala.

La tr¡centenaria Universidad de San Carlos de Guatemala, en

especiál a la Facultad de Ciencias Juríd¡cas y Sociales, por

darme la oportun¡dad de recorrer sus inolv¡dables aulas,

forjándome bajo las cátedras de connotados y €conoc¡dos

profesionales.
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INTRODUCCIóN

El problema que motivó rcal¡zar esta inveit¡gac¡ón y su justificación, se refiere

concretamente a la ¡ne{¡cacia como título ejecutivo, del acta que realiza el Ministerio

Público ouando celebra Juntas Conc¡l¡atorias. En este caso particular, al definir el

problema lo gue se evaluará es pr¡mero que el M¡n¡sterio Público no está facultado para

feal¡zar juntas cgnciliator¡as ni en su ley orgánica, n¡ en el Código Procesal Penal

La hipótesis en la que se fundamenta esta tes¡s fue: ¿El Minister¡o Público, por

mandato legal, no está facullado para llevar a cabo juntas concil¡atot¡as entre víctimas y

sindicados, además los conven¡os de reparación a los que se arr¡ba carecen de fuerza

ejecutÍva; por ello es necesario que mientras no se reforme el Código Procesal Penal,

se abstengan de realizar d¡cha actividad y que recunan a las medidas

desjudic¡al¡zadoras como el criterio de oportunidad y la mediación?

Siendo necesario determinar, los efectos legales que implica la celebración de juntas

concil¡atorias en el Min¡sterio Público, si las actas de junta concil¡ator¡a carecen do

fuerza ejecutiva, determinar las func¡ones y estructuras del M¡n¡sterio Público, la función

del Ministerio Públ¡co, del agrav¡ado y del sind¡cado en cuanto a las med¡das

desjudicializadoras; determinar la vulneración del princip¡o de imperatividad, plantear

una soluc¡ón a la problemática planteada, esiablecer las razones por las cuales se

aplica tan frecuentemenle la junta conciliator¡a en la F¡scalfa de Cobán, Alta Verapaz.

La invesligación se divide en c¡nco capítulos, dentro de los cuales se trala de abordar

(i)
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cada una de las ¡nstituciones necesarias para la eficacia de la misma. En el primer 
-

cápítulo, se desarrolla lo relativo a los .!ítulos ejecutivos en el proceso civil

guatemalteco, en la via de aprem¡o y en et .¡uicio ejecut¡vo común de manera general;

en el segundo capítulo, se explica en líneas generales lodo lo relativo al proceso penal

guatemaheco para entrar en el contexto en el que ocurre el problema; en el tercet

capítulo, se definió, con términos concretos, ¿qué es el Minister¡o Públ¡co? y ¿cómo se

orcañ¡zá?; en el cuarto capftulo, se profund¡zó en la problemática propuesla y se

demostró la veracidad de la tes¡s haciendo las recomendaciones correspond¡entes.

Fue necesar¡o un conjunto de reglas precisas, funcionales y lécnicamente

sislematizadas, utilizando el método cientff¡co, en Ias investigaciones sociales; se

empleo el método anallt¡co, el método deduc'tivo, partiéndose de fundamentos jurídicos

y fundamentos doctrinarios, apl¡cando el pr¡ncipio procesal del deb¡do proceso para

llegar a formar la regla general que se debe aplicar en el caso objeto de estudio;

además, se anal¡zaron las garantías constitucionales y la fundamentación jurídica de las

mismas, destacando el princip¡o de legal¡dad procesal para determinar su aplicac¡ón en

los casós cónctetos.

Es satisfacto¡o haber cumpl¡do con los objetivos trazados al ¡n¡cio de la ¡nvestigac¡ón y

técnicas para analizar documentos referentes al tema y, asimismo identificarlos por el

aulor, materia y título, solicitar información a jueces, abogadog lit¡gantes, defensotes

públieos y agentes f¡scales para obtener datos, conocer la opin¡ón del entrevistado y

que me proporcione información sobre eltema de esta invest¡gación.

(i0
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'1. Nociones generales de procesos

Todos los procesos se caracterizan, por su contenido material, es decir, de las

útual¡dades y formalismos que lo informan, por la acción y en especial por la

pretensión. Lo anlerior debido a que, en cualqu¡er rama del derecho, quien lit¡ga, algo

pretende de la justioia, o mejor dicho, del juez u órgano jur¡sd¡cc¡onal.

Por ello. la acción como facultad de solicitar al juez, reviste de suma importanc¡a y es el

verdadero común denom¡nador en todos los procesos. Por ello se anal¡zaran algunas

otras generalidades importantes denlro de la presente investigación,

1.'l Proceso y procedimiento

El sentido etimológico de la palabra proceso, no en su signmcación jurídica sino en su

oimple ácepción literal "equivale a avance, a la acc¡ón o efecto de avanzar. En sent¡do

prop¡o, cedele pro s¡gnif¡ca el fenómeno de que una cosa ocupe el lugar o sitio de otra,

es decir, una serie o sucesión de acaecim¡entos que modmcan una determinada

realidad"l.

Prev¡o a conocer defin¡ciones de los juristas sobre proceso, es necesar¡o mnocer el

ooncepto de l¡tigio, el cual según "es entendido como conflicto jurÍdicamente

r cuásp, Já¡mé. Concépto y rñétodo dé dérecho pbcesal. Pág. 8.

1
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l¡ascendente y susceptible de solución as¡mismo jurídica, en virtud de las tres víabqttii/
pos¡bles para dicha soluc¡ón: proceso, autocomposic¡ón y autodefensa"2.

Según Dav¡d Lascano c¡tado por Guasp es "el proceso siempre supone una /rl,:t o litig¡o

o confl¡cto, entendido éste no sólo comq.efectiva oposición de intereses ó desacuerdo

réspecto de la tutela que la ley establece, sino a la situación contrapuesta de dos

partes rcspecto de una relación ju d¡ca cualquiera cuya solución sÓlo puede

conseguirse con intervención del Juez"3.

Jaime Guasp def¡ne al proceso como "una ser¡e o sucesión de actos que tienden a la

actuac¡ón de una pretensión fundada mediante la intervención de órganos del Estado

instituidos especialmente para elloú.

Por su parte, Eduardo Couture c¡tado por Mar¡o Aguirre Godoy lo define como

secuenc¡a o 6er¡e de actos qué se desenvuelven progres¡vamente, con el objeto

resolver, mediante un ju¡c¡o de autoridad, el mnflicto somet¡do a su decisión"5.

De acuerdo a Carnelutti citado por Mario Agu¡rre Godoy no debe confundirse proceso

con procedim¡ento, puesto que "el primero es mnsiderado como continente y el otro

como contónido; explicándosé así que una combinac¡ón de procedimientos (los de

: Guasp, Jarme. Ob. Cit. Pág. 37.
" ob- ctt- Pág 48

I ob. cft. PáE. 2s.
'Aguine Godoy, Mario. DetBcho proc€6al civil d6 Gu¡tem¡la torÍo l. Pá9. 28.

"la
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primera y segunda instancia, por eiemplo) pudiera concurrir a const¡tu¡r un solo V9/
proceso'6-

Ja¡me Guasp señala "necesario distinguir el proceso como tal del mero orden de

procedér o tram¡tac¡ón o procedimiento en sentido estricto, de manera que el

proced¡m¡ento es parte del proceso, en tanto que constituye una ser¡e o sucesión de

aclos que se desarrolla en el t¡empo de manera ordenada de acuerdo a las normas que

lo regulan, sin que ello const¡tuya el núcleo exclqsivo, ni siquiera predom¡nante, del

concepto de proceso'7.

El procedimiento en su enunciación más simple es el conjunto de formal¡dades a que

deben someterse eljuez y las partes en la tramitación del proceso. Tales formalidades

varían según sea la clase de procedimientos de que se trate (penal, c¡vil,

administralivo, etc.) y aún dentro de un mismo t¡po de proceso, se pueden encontrar

var¡os proced¡m¡entos, como sucede en él de cognición, cuyo prototipo es el llamado

juic¡o ord¡nar¡o Efectivamente existe un procedimiento para el denominadg juicio

ordinario de mayor cuantia y oko para el de menor cuantía.

'l -2 Nafuraleza del proceso civil

Guasp afirma que la tesis unitaria del concepto de proceso debe ser enérg¡camente

afirmada: "no se trata de una meÍa etiquela común a realidades d¡st¡ntas en su esenc¡a,

sino de una sola e ¡déntica noción fundamental que puede pred¡carse sin trabajo todas

6 Aguirre Godoy, Mar¡o Ob. Clt. Pág. 239.
' Ob. C¡t. Páq. 25.



las clagificaciones de procesos, todos los cuales revelan que son en su esencia, en

efecto, ¡nslituc¡ones destinadas a la actuación de pretens¡ones fundadas por Órganos

del Estado dedicados especialmente para ello Desde el punto de vista lóg¡co. el

proceso civil no es sino una de las categorías o clases de procesos al mismo o

semeianle nivel que las demás: sin embargo, de hecho' cont¡ene en muchos puntos la

base de la teoria general que podría servir no sólo de orientación, s¡no a veces,

plenamente para el tratamienlo de los problemas de los otros grupos de procesos"6'

De lo anterior se desprende que asi como del derecho civ¡l sustant¡vo se desprenden

todgs las ramas del derecho, lo m¡smo ocurre con la vert¡ente procesal, por ser el

proceso civil, el más antiguo, y el más estudiado, cont¡ene dentro de sus ¡nstituc¡ones

juridicas, las soluciones a muchos de los problemas y d¡ficultades que en las ramas

proc,ósales mas nuevas afrontan.

La protección de la víctima y la reparación de los daños y periuicios provocados por el

delito, cobran cada día más importancia en el derecho procesal penal, porque buscan

la solución de conflictos penales que en el pasado habfan dejado en el olvido, al

agraviado.Por razones de economía procesal y para ag¡lizar la admin¡strac¡ón de

justicia se faculta el ejercicio de la acción civil cuando sea consecuencia del hecho

pun¡ble que se invest¡ga, ya que si bien los efectos del delito son las penas y las

medidas de seguridad y conección, la activ¡dad delictiva es fuente de obligaciones

c¡v¡lés cuando afecta derechos e ¡ntereses particulares-

s ob, c¡t. Pág. 49.



1.3 Clases de procesos civiles

Expresa Guasp:"La clasif¡cación verdaderamente importante del proceso civil hay que

obténerla, pue6, a base del anális¡s de la áctuación a que el proceso tiende (por su

func¡ón)i aquí se ha de repart¡r de una diferenc¡ación esenc¡al, pero esla conducta es

fundamentalmente diversa según que lo pedido sea una declaración de voluntad del

Juez o una manifeslación de voluntad: el pr¡mer caso, en que lo pretendido es que el

Juez declare algo ¡nfluyendo en la situación existenle entre las partes, de un modo

simplemente jurídico, se d¡ferencia fác¡lmente del segundo en que lo que se p¡de al

Juez es una conducta dist¡nta del mero declarar, puesto que se p¡de que intervenga

entre las partes de una manera física: basta para af¡rmar esta d¡ferenc¡a; comparar la

distinta actividad del órgano iurisd¡ccional cuando emite una sentencia que cuando

entrega un b¡en al acreedor: si lo p¡dió es una declarac¡ón de volunlad, el proceso civil

se llama de cognición; si lo pedido es una manifestac¡ón de voluniad, el proceso c¡vil se

llama de ejecución"s.

El proceso civilde cogn¡c¡ón comprende: a) proceso constitutivo: se tiende a obtener la

creación, mod¡ficación o ext¡nc¡ón de una s¡tuación jurídica, llamándose a la pretens¡ón

que le da origen, pretens¡ón constitutiva e igualmente a la sentencia corespond¡ente;

b) proceso de mera declaración o proceso declarativo: se trata de obtener la

constatación o frjación de una situación juridica; la pretensión y la sentenc¡a, reciben el

nombre de declarativas; y c) Proceso de condena: normalmente se t¡ende a hacer que

n ob- c¿ pá9 433.
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pese sobre el sujeto pasivo de la pretensión una obligación determinada: la pretens¡ón\*jtjl

y la sentencia se denom¡nan de condena.

Fl proceso civil de ejecución comprende: a) proceso de dación: si lo que se pretende

del órgano jurisdiccional es un dar, bien sea dinero, b¡en otra cosa, mueble o ¡nmueble,

genérica o específica; y b) de transformación: s¡ la conducta pretendida del órgano

jur¡sdico¡onal es un hacer d¡stinto del dar.

Considerando el proceso desde el punto de vista un¡tar¡o, estas fases del proceso,

para álgunos autores, confguran verdaderos pro"jsi!, arln cuando la op¡nión más

general¡zada no acepta todavla mmo verdaderamente defin¡do el proceso caulelar.

Pero de todas maneras, la ¡nfluenc¡a que esta clasificación de los procesos ha tenido

en la estructumción de la sistemát¡ca del derecho procesal y de las legislaciones

vigentes, desde este punto de v¡sta, es muy sugest¡va.

Cuando su f¡nal¡dad es garantizar las resultas de un proceso futuro, aunque la ley no

les reconoce la calidad de proceso, se refiere a prov¡denc¡as o medidas cautelates

anaigo, embargo, secuestro, elc.; reguladas en el libro qu¡nto del Código Procesal C¡vil

y Mercant¡l, cuya finalidad es de carácter precautor¡o o asegurat¡vo de las resulias de

un proceso pr¡nc¡pal ya sea de conoc¡m¡ento o de ejecución.



1.4 Pr¡nc¡p¡os rectores del p¡oceso civil y mercantil

Se esl¡mó conven¡ente sustentarse en la obra de Mario Gordillo por la claridad con que

expone dicha mater¡a, además de relac¡onarla con la legistac¡ón del país.

a) Dispositivo o inquieitivo

Mado Gordillo señala que conforme a este princ¡pio, corresponde a las partes la

inieiativa del proceso, este princ¡pio asigna a las partes, med¡ante su derecho de acción

y no al juez, la ¡niciación del proceso. Son las partes las que suministran los hechos y

determinan los lfm¡tes de ¡a cont¡enda. Conforme a este principio se aplican los

aforismos romanos nemo iudex sine actorc y ne prcc€dat iure ex onc¡o, no hay

jur¡6dicc¡ón sin acción. Contrario al s¡stema inquisitivo cuyo ¡mpulso les corresponde al

juez y a él también la ¡nvestigación. En el sistema d¡spos¡tivo únicamente se prueban

los hechos controvertidos y aquellos que le son o no aceptados por las partes, eljuez

la fúa como tales en la sentencia.

Contienen este princ¡pio entre otras las sigu¡entes nomas pro@sales:

El juez debe d¡ctar su fallo congruente con la demanda y no podrá resolver de oficio

sobre excepciones que sólo pueden ser propuestas por las partes. (Articulo 26 del

Código Procesal Civ¡l y Mercantil).

La persona que pretenda hacer efectivo un derecho, o que se declare que le asigte,

puéde pedido ante los jueces en la forma prescrita en este Código. (Artículo 51 del

Código Procesal Civil y Mercantil).
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La rcbeldia del demandado debe declararse a solicitud de parte (Artículo 't'tl CódiOo'r!"..,,O/

ProceEal Civ¡l y Mercantil).

EIAñículo 126 del Codigo Procesal C¡vil y Mercantil obl¡ga a las partes a demosttar sus

respect¡vas proposiciones de hecho.

Es importante resaltar que el proceso guatemalteco no es eminentemente dispositivo,

puesto que el propio ordenamiento procesal contiene normas que obligan al iuez a

resolver, sin petic¡ón previa de las partés, así elArtlculo 64 segundo párrafo del Codigo

Procesal Civil y Mercantil establece que vencido un plazo, se debe d¡ciar la resoluc¡ón

que conesponda sin necesidad de gestión alguna, el Artlculo 196 del Cód¡go Procesal

Civil y Mercantil obliga al juez a señalar de of¡c¡o el dia y la hora para la vista. La

tevocatoÍa de los decretos procede de of¡cio (Artículo 598 del Cód¡go Procesal Civ¡l y

Mercantil)"10.

La excepción a este princ¡pio ocuffe, solamente en el proceso penal, cuando aceece lo

que se conoce como conoc¡miento de of¡cio, en la cual, cuando ¡os jueces en el

ejercicio de su función deteminan que ha ocurrido un delito, cert¡f¡can lo conduc€nte al

Min¡sler¡o Público.

b) O¡alidad y escritura

Maño Gord¡llo señala que "en v¡rtud del pr¡ncipio de escritura la mayoría de actos

procesales se real¡zan por escrito. Este principio prevalece actualmente en nuestra

leg¡slac¡ón prccesal civil. El Artículo 61 del Cód¡go Procesal Civil y Mercant¡l regula lo

10 
GoIdillo eal¡¡do, Ma¡jo. Dgrocho procegal c¡vil guatom.lúeco- Págs. 7-8.

8
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relativo al escrito ¡n¡cial. Es importante recordar

eminentemente escr'¡to, como tampoco eminentemente

cuando prevalece la escr¡tura sobre la oralidad y oral

sobre la escritura'11

Érr"
lji"'"'-' iÉ

que no existe un pro".\ü1,-,i$

oral, se dice que es escr¡io

cuando prevalece la oralidad

Asimismo, aclara que "más que pr¡nc¡pio de oral¡dad se trata de una característ¡ca de

ciertos ju¡cios que se desarrollan por med¡o de audiencias y en los que prevalecen los

principios de contradicc¡ó{re ¡nmediación- En el proceso civil guatemalteco el Artículo

201 establece la posibilidad de plantear demandas verbalmente ante el juzgado, caso

en el cual es obligación del secreta o levantar el acta respectiva. Conforme a las

d¡spos¡c¡ones deltitulo ¡1, capítulo l, arlfculos del 199 al 228 del Código Procesal Civil y

Mercantil, en el pÍoceso oral, prevalece la oralidad a la escritura, circunslancia que

permite, que la demanda, su contestación e interposición de excepciones, ofrec¡m¡ento

y propos¡c¡ón de los medios de prueba e interposic¡ón de medios de impugnación,

pueda presentarse en torma verbal. Es ¡mportante recordar qué en los procesos

escr¡tos no se adm¡ten peticiones verbales, únicamente si estuviere eslablecido en ley

o résolución iudic¡al (Artículo 69 de la Ley del Organ¡smo Judicial)'12.

e) lnmediación y concentración

En cuanto al principio de inmediación God¡llo señala que'a su criterio es uno de los

pr¡ncipios más importantes delproceso, de poca aplicac¡ón real en nuestro sistema, por

" ob. ctt. Páa. 10.
12 ob. cit. Págs. 11-12
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el cual se pretende que eljuez se encuentre en una relación o contacto directo con las \ll:i/

partes, especialmente en la recepc¡ón personal de las pruebas. De mayor apl¡cación en

el proceso oral que en el escrito. El Artículo 129 del Código Procesal G¡vil y Mercant¡l

conliene la norma que fundamenta este princ¡pio, al establecer que el juez pres¡d¡rá

todas las diligencias de prueba, princ¡pio que de aplicarse redundaria en la mejor

objet¡v¡dad y valoración de los medios de conv¡cc¡ón. La Ley del Organismo Judicial lo

norma tamb¡én el establecer en su Artículo 68 que los jueces recibirán por sí todas las

declaraciones y pres¡dirán todos los actos de prueba"13.

Al referirse al principio de concentrac¡ón ind¡ca que "por este pr¡nc¡pio se pretende que

el mayor número de etapas procesales se desanollen en el menor número de

aud¡enc¡as, se d¡rige a la reunión de toda la actividad procesal pos¡ble en la menor

cantidad de actos con el objeto de evitar su dispersión. Este pr¡ncipio es de aplicación

espeqial en el ju¡cio oral regulado en el título ll del libro ll del Decreto Ley 107.

Efectivamenle conforme a lo est¡pulado en el Artículo 202 del Código Procesal C¡v¡l y

Mercant¡l si la demanda se aiusta a las prescr¡pciones legales eljuez señala día y hora

para que comparezcan a juicio oral y confome a los artículos 203, 204,205 y 206las

etapas de conciliación, contestación de la demanda, réconvención, excepciones,

proposición y diligenciamienlo de prueba, se desaffollan en la primera audiencia,

relegando para una segunda o tercéra audiencia, únicamente el diligenciamiento de

aquella prueba que material o legalmente no hubiere pod¡do dil¡genc¡arse'11.

'" ob. ctt. Páo. 7.
1¡ ob. ch. Pá¡s. s.9.

10



d) lgualdad

"También llamado de contradicción, se encuentra basado en los princip¡os del debido

proceso y la legltima defensa, es una garantía fundamental para las partes y conforme

a esle, los actos procesales deben eiecutaGe con intervención de la pafte contrar¡a, no

significando esto que necesaiamente debe ¡ntervenir para que el aclo tenga validez,

sino que debe dársele oportunidad a la parte contraria para que ¡nteryenga. Todos los

hombres son iguales ante la ley, la justlcia es ¡gual para todos (Artículo 57 de la Ley del

Organ¡smo Judic¡al). Este pr¡ncipio se refleja entre otras normas en las sigu¡entes:

El empfazamiento de los demandados en el juicio ord¡nár¡o (Arliculo l1'l del Cód¡go

Procesal C¡v¡l y Mercánt¡l) así como en los demás procesos.

La recepción de pruebas con citación de la parte contrar¡a (Artfculo 129 del Cód¡gó

Procesal Civil y Mercant¡l).

La notificación a las partes, sin cuyo requ¡sito no quedan obl¡gadas (Arlículo 60 del

código Procesal civ¡l y Mercant¡l)"15.

Asimismo, el Artículo 12 de la Const¡tuc¡ón señala que nad¡e podrá ser condenado, ni

pr¡vado de sus dérechos, s¡n haber sido citado, ofdo y vencido en proceso legal ante

juez o tribunal competente y preestablecido.

t5 ob. c¡t. Págs. 10-11.

11
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e) Bilateralidad y contradicción

Como se indicó anteriormente Mar¡o Gord¡llo lo equipara al pr¡ncip¡o de ¡gualdad, asi

como tamb¡én lo hace Mar¡o Agu¡rre Godoy, quien señala que "el pr¡ncipio de igualdad

es una garantía procesal por exc€lenc¡a y unas veces se le llama tamb¡én princip¡o de

contradicc¡ón o de b¡lateral¡dad de la audiencia. Couture d¡ce que se resume en el

preceplo audiatur a/lara pars (óigase a la otra parte)'16.

f) Economía

"Tiende a la simplificación de trám¡les y abreviac¡ón de plazos con el objéto de que

exista economía de tiempo, de gnergías y de costos, en nuestra leg¡slación es una

utopia, aunque algunas reformas tienden a ello, las de la Ley del Organismo Judicial

que esiablecen que la prueba de los ¡ncidentes se recibe en aud¡encias y que el auto

se dicta en la últ¡ma podría ser un ejemplo de economía procesal"17.

T¡ende a la simplificación de trám¡tes y abrev¡ación de plazos con el obieto de que

ex¡sta economia de t¡empo, de energías y de costos, en nuestra legislación es una

utopia, aunque algunas reformas tienden a ello, las de la Ley del Organismo Judicial

que establecen que la prueba de los ¡nc¡dentes se rec¡be en audiencias y que el auto

se dicta en la última, podrfa ser un ejemplo del principio de economía procesal.

'" ob. cn pao. zgo.
" or. cit. ea!. rr

12
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1.5 Procesos de e¡ecución

De acuerdo al tratadista argentino Alfredo Domínguez del Rfo: los proceso6 de

ejecuo¡ón "son los proced¡m¡entos que comprenden la realización de todos los actos

tend¡éntes a hacer efect¡vo el derecho declarado, el régimen creado por la sentenc¡a

qué 6e ejecuta, o el resarc¡m¡ento pátrimonial decretado a favor de la parte que obtuvo

y por ende, de los embargos y temates, así como dar ef¡cacia a los titulos ejecutivos

determinados por la ley"r8.

Ahora bien, es lógico empezar por desglosar los tétminos en general del que su

nombre se compone.

En un principio 'luicio" según el d¡ccionario de ¡a Real Academia Española lo def¡ne

oomo: 'Del lalin (¡udiciun) m. Facultad del alma, por la que el hombre puede

d¡Etinguirse del b¡en y el mal y lo verdadero y lo falso. 2. Estado de sana razÓn opuesto

a locura o delirio. 3. Opin¡ón, parecer o dictamen. 4. Seso, asiento y cordura. 5.

Pronóst¡co que los astrólogos hacían de los sucesos del año. 6. Der. Conoc¡miento de

una causa en la cual eljuez ha de pronunc¡ar una sentencia-1s

El dicc¡onario Jurídico de Manuel Ossor¡o, especifica más el tém¡no en lo que a la

legislación en general se ref¡ere. Este texto ref¡ere: "Juicio: ... En zona jurídica ya

forense, y que abarca a defensores, M¡nisterio Públ¡co yjuzgadores, ju,bio es la opinión

'" Del RIo, Alfredo Domínguez compen.tlo feóÍco y práciico de dofocho proc$al civ¡l. Pá9 301
1e (http i//buscon. rae. es/d rael/ consullado el 1 5 de mayo de 201 1 ).
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o pare6er, ¡dea, dictamen a@rca de algo o de alguien.Los precedentes conceptos, ""W
completan con la acepc¡ón procesal, que será objeto de extensa consideración, en sus

variedades, en las voces que s¡guen. Se trata, en todo caso del conoc¡miento,

hamitación y fallo de una causa por un juez o tribunal. Para Caravantes c¡tado siempre

por Ossorio, por juicio se entiende la controversia que con arreglo a las leyes se

produce entre dos o más personas, ante un juez competente que le pone lérmino por

medio de un fallo que aplica el derecho o impone una pena, según se ttate de

enjuiciamiento civil o penal. Según Escriche, la controversia y dec¡s¡ón legit¡ma de una

causa ante y por un juez competente; o sea, la legítima discusión de un negocio entre

el actor y el reo ante juez competenie que lo dir¡ge y lerm¡na con su decisión o

sentencia definitiva. Los elementos esenciales de todo juicio son: 10 el derecho

cuesl¡onado o cosa lit¡giosa; 20 las partes discrepantes; 30 la ley o procedimiento

conforme a los cuales se instruye ¡a causa; 40 el juez que iuzga y resuelve. Suelen

señalarse como etapas característ¡cas 10 la demanda o acusac¡ón; 20 la defensa; 30 la

¡nstrucción, con espec¡al predom¡nio de las pruebas respectivas; 40 los alegatos finales,

50 la sentencia; 66 la impugnac¡ón de ese fallo en su caso; 70 la eiecuc¡ón si es pteciso

compulsiva de lo resuelto"2o.

Después de ténér una ¡dea de la acepción 'luic¡o", tamb¡én defn¡remos la acepción de

"ejecución" que en lo que a la terminología jurídica se ref¡ere el diccionado de Ossorio

d¡ce: "últ¡ma parte del proced¡m¡ento judicial, que tiene como fnalidad dar cumplimiento

a la sentencia definitiva del juez o tr¡bunal competente. Exigencia de determ¡nadá

'o ou. cit eág. loz.
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deuda med¡ante el promdim¡ento ejecutivo, de tramitación más rápida Oue et iuicioQrr/
ordinario"?1.

Ya definidos eslos dos términos se puede entonces continuar con eltérmino Apremio el

cuales una de las características pr¡ncipales para este tipo de proceso.

El m¡smo diccionario de Ossorio define al apremio como: "Acción y efeclo de apremiar,

de compeler a alguien para que haga determinada cosa. Tamb¡én mandamiento de

autoridad iudicial para compeler el pago de alguna cantidad o al cumplimiento de otro

acto obligatorio. Procedim¡ento sumario para la ejecuc¡ón de ciertos créd¡tos líquidos o

sobre cosas fungibles asi como para la eiecución de cosas determ¡nadas.

Prooed¡miento eiecut¡vo que s¡guen las autoridades adm¡nistrativas para el cobrc de

impuestos o descubiertos a favor de Hacienda Públ¡ca o de ent¡dades a que se

extiende su pr¡vilegio, Couture dice que es la vía sumar¡a de ejecución, más breve y

rigurosa que la deliu¡c¡o ejecutivo"22.

La ejecución es, también el conjunto de actos voluntar¡a o coactivamente realizados por

las partes y el iuez para hacer tang¡ble el derecho sustant¡vo reclamado en lo pretérito

por el accionante, sea que aquél haya sido objeto de simple reconocimiento por el

,uzgador o que haya creado un orden de cosas consecut¡vo al fallo, o, por último, que

se ordene a favor del actor la rest¡tución de fas cosas.

'z1 
ob. c¡t. Páo. 275.

2 Ob. Ctr. Pá;s. 61 y 62.
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La eiecuc¡ón fotzosa de la sentencia no es más que la satisfacción coactiva

derechó. La ley coloca en esta etapa el procedimiento a disposic¡ón de quien triunfó

la óont¡énda los med¡os necesar¡os para hacer una reaÍidad de la decisión iudic¡al,

que la séntenóia tenga la v¡rtud y la sustantividad requer¡das par:l estimar que se

restablec¡do el orden jurídico.

en

de

ha

Se dice "vla" porque la ley señala el camino a seguir para obtener la satisfacción del

derecho declarado, del derecho sustantivo que fue mater¡a del l¡tigio, y se agrega que

es de "aprem¡o" por ser la opo¡tun¡dad en que todo ha de conflu¡r para lograr la plena

consumación de lo implicado en el fallo.

Al hablar de ejecuc¡ón de la sentencia conv¡ene hacer alusión as¡milator¡a al convenio

judicial celebrado por las partes o por lerceros venidos al ju¡c¡o ante el órgano

jurisdicente, en el cáso que haya dec¡d¡do tener un acuerdo y formalizado en un

convenio, el eual necesqriamente tiene que ser sometido al la aprobac¡ón del propio

juez. Requiere la preexistenc¡a de un documento suficiente para que se despache

ejecuc¡ón, como med¡da de pr¡vilegio para el actor, o sea antes de que se tramite el

ju¡c¡o, procede en c{¡sos espec¡ales, casos presenlados como base de la demanda

traiga apareiada ejecución por constitu¡r un titulo ejecutivo. Se dice que t¡ene estos

atr¡butos el documenlo públlco o pr¡vado que contenga cant¡dad líquida y sea de plazo

cumplido.

La ejecución debe hacerla el órgano jur¡sdicc¡onal que conoc¡ó en primera ¡nstancia;

esto se ref¡ere al aspecto competencial, pues como es sabido ex¡ste la competeno¡a

16



lr;'siñiF* ?¿

\"."2-¡'*"
por razón de grado, es decir la ejecutor¡a que dicta la sala confirmando, mod¡ficando, Ñ.¡l*-r'
revocando la pronunciada por su ¡nferior, debe ser ejécutada por éste.

Esta no es otra cosa que la ejecución forzada de la sentencia misma de la que se habló

ya. El ¡uicio ejecut¡vo es un proceso, la vía de apremio es solo procedimiento. Es

caracterlst¡ca del ju¡cio ejecutivo que se requ¡era el pago al demandado y no

haciéndolo se pmcede al embargo de bienes, lo que no pasa en la ejecución de

séntenc¡a, aún cuando en uno y otro caso el secuestro de bienes debe sujetarse a lo

ordenado.

G¡ovanni Orellana, ub¡ca a los juicios de ejecución en la clas¡ficación de los derechos

civiles asi:

"Los ju¡c¡os de ejecución están ub¡cados dentro de la clasificación de los juicios civiles;

que los ju¡c¡os de eiecución son de conocimiento. Entendamos, hay juic¡os de

conocimiento; hay procesos cautelares; hay incidentes; hay prueba anticipada, hay

procedim¡entos espec¡ales o de jur¡sdicción voluntar¡a y están los juicios de

ejecución¿3.

El vocablo ejecuc¡ón es una acción de e¡ecutar, o sea, realizar, cumpl¡r, hacer efectivo y

dar realidad a un derecho. Ejecución es la efectuac¡ón, reál¡zación, cumpl¡m¡ento,

acc¡ón o efecto de eiecutar, poner por obra una cosa.

¡ orellana, G¡ovann¡. O6recho procesal civil ll- Pág. 56-
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se\il*J-' 'El juicio ejecutivo, también conocido como de ejecuc¡ón forzosa, es en el que no

declara derecho alguno sino la realización de un hecho, es dec¡r que el derecho, ya

eslá preestablec¡do, solo que no se ha realizado la acc¡ón o el hecho, que en este caso

seria el pago de la obl¡gac¡ón.

Al proceso ejecut¡vo llamado común se le puede definir como la actividad désarrollada

por el órgano jurisdiccional, a instancias del acreedor, para el cumpl¡miento de la

obligación declarada en la senténcia de mndena, en los casos en que el vencido no la

sst¡sfsga voluntariamente. Es una actividad jurisdiccional, es decir que la cumplen el

.iuez y auxiliares, para evitar abusos que dañen al deudor, s¡n perjuicio de oonstitu¡r una

garantía para el acreedor el poder contar, de ser necesario, con el auxilio de la fuerza

pública para hacer espetar el derécho que se le ha reconocido.

El juicio ejecutivo constituye un verdadero proceso ya que en él interviene el juez

realizando una efect¡va función jur¡sd¡ccional, es a su vez un proceso de cognic¡ón ya

que tiende no a obtener una declaración de voluntad, caracterlstiea propia de los

procesos de ejecución, s¡no la de conseguir directamente una resolución judicial de

fondo de imponga al demandado una cierta situación iurídica y cuyo ¡ncumplim¡ento

será el que determine la ejecución verdadera.

Este tipo de juicio se diferencia deljuicio e.iecutivo en la vía de apremio por el título que

se usará para llevar a cabo la ejecuc¡ón, y porque en este sí se dicta una sentencia.

18
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'3r:,/1.6 Clases dé ju¡cios ejecuüvos

'l) Eljuic¡o ejecut¡vo en la via de apremio y

2) Eliuic¡o eiecutivo común.

Distinguiéndose el uno del otro por el título ejecutivo que ampara al acreedor, o sea

que depend¡endo del título ejecutivo se determinará s¡ el mismo se ejecuta en la vía de

epremio o en la vía común.

EL Código Procesal Civil y Mercantil, en el Artículo 294 estipula que es procedente el

juicio ejecutivo en la vía de apremio cuando se pida en virtud de los s¡guiente títulos,

6iempré que tra¡ga aparejada la obl¡gac¡ón de pagar cantidad de dinero líquida y

ex¡gible:

r Sentencia pasada en autor¡dad de cosa juzgada;

. Laudo arbitral no pendiente de recurso de casación:

. Créditoshipotecarios;

. Bonos o cédulas hipotecar¡as y sus cupones;

19
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. Créditos prendarios;

. Transacción celebrada en escr¡tura públ¡ca; y

¡ Convenio celebrado en ju¡cio.

En eljuicio ejecutivo común conforme alArtículo 327 del Cód¡go Procesal C¡vil y

Mercantil:

. Los lest¡mon¡os de las escr¡turas públicas:

. La conf,ó6ión del deudor prestada judicialmente; así como la confesión ficta

cuando hub¡ere pr¡ncipio de prueba por escrito;

¡ Documentos privados suscritos por el obligado o por su representante y

conoc¡dos o que se tengan por reconocidos ante juez competente, de acuerdo

con lo d¡spuesto en los Arlículos 98 y 184; y los documentos privados con

legalización notarial;

¡ Los testimonios de las actas de protocolación de protestos de documentos

mercanliles y bancarios, o los propios documentos si no fuere legalmente

necesar¡o el protesto;

20



,4Fi"h',,
i:; gFcFEr¡4¡ il
\-'-'1 ¡'9¡\i{.gt/

Acta notarial en la que consle el saldo que existierc en contra del deudor, de

acuerdo con los l¡bros de contabil¡dad llevados en forma legal;

Las pólizas de seguros, de ahoro y de fianzas, y los tltulos de capitalizac¡ón,

que 6ean exped¡dos por entidades legalmente autor¡zadas para operar en el

país; y

. Toda clase de documentos que por dispos¡ciones especiales tengan fueza

eiecutiva.

El t¡tulo ejecutivo es un elemento constitutivo de la acción; es la prueba documenlaldel

créd¡to. Es el que trae aparejada ejecución; es una condic¡ón requerida para el ejerc¡c¡o

de la acción.

De lo antedor, se ve fác¡lmente que la dileréncia fundamenlal entre el juic¡o ejecuiivo

común, y, el ju¡c¡o ejecut¡vo en la vía de apremio, es el título en el que se funda la

acc¡ón, no profund¡zo en el tema, por no ser éste el eje central de la ¡nvestigac¡ón y

porque de los juic¡os e¡ecutivos ex¡sten hoy dia una g€n cantidad de autores que

expl¡can cómo estosjuicios se desarro¡lan.

Lo ¡mportante para este anális¡s, es que al ver el listado de los titulos ejecutivos, tanto

en la vía común como en la de apremio, las actas de juntas conc¡liatorias faccionadas

)l



por el M¡n¡sterio Público no encuadran como uno de ellos, es decir, que esas actag n

tienen fuerza ejecutiva y por lo tanto, desprotegen los ¡ntereses de las vict¡mas a

qu¡enes supuestamente se les ha reparado el daño por la comisión de los hechos

punitrles, porque en muchas ocasiones los sindicados luego de obtener el

sobreseimiento o la desest¡mación de las causas penales que en su contft¡, tras la junta

conciliatoria, ¡ncumplen con los pagos pactados y las actas celebradas por los

auxiliares f¡scales simplemente @recen de fueza eiecut¡va.

Eljuicio ejecutivo, como mecanismo procesal para lograr el cumplimiento coact¡vo de

una obl¡gación, con@de cérteza y seguridad juridica a las negociac¡ones de las pa¡tes

en ceso de incumplimiento, pero las negociaciones o pactos que se cetebran en el

Ministerio Público carecen de fueza ejecutiva y por ello será el motivo pr¡ncipal de la

Dresente ¡nvest¡Eac¡ón.

Lo anterior tamb¡én derivado de lo que expresa la Constitución Polít¡ca de la República

de Gualemala, en su Artículo 2, que el Estado debe garantizarle a todos los habitantes

de la República de Gualemala, entre otras cosas, la seguridad, entiendo esta segur¡dad

como la seguridad y certeza jurídica, aunado a la justicia, por lo que el Min¡ster¡o

Público como enle eslatal, no garantiza la certeza o seguridad jurídica y mucho menos

la ju6t¡c¡a, al momento en el que se celebran convenios en la sede liscal, y éstos ño

puedan eieculeÍse en caso de incumplimiento.

22
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2. El proceso penal

El proceso penal, a d¡ferencia del proceso civ¡|, pr¡nc¡palmente persigue objet¡vos

d¡ferentes, por la preléns¡ón punit¡va que lo informa, ya que elfin princ¡pal de este, es la

oDtención de una condena. Pero tamb¡én se diferencia por el hecho generador de esle

proceso, mientras que, en el proceso civil, eljuez se ve compelido por el accionanle en

cuanto a su pretens¡ón, en el proceso penal eljuez actúa por la solicitud de otro órgano

estatal, encsrgado de la persecuc¡ón penal, es dec¡r, el Ministerio Público.

AhoÉ bien, en el proceso penal, tamb¡én se ha nutrido de mecanismos ¡nspi€dos en el

derecho procesal civil, toda vez que, también dentro del procéso penal, se puede

ejercer esüe t¡po de acción, o acción reparadora, según la cual, la víctimá de un hecho

punible, pretende la reparación de los daños emergentes y de los pedu¡c¡os que le

provocó la acc¡ón delictuosa.

2-l [lefinición

Se debe part¡r del supuesto que el proceso penal guatemalteco t¡ene como f¡nal¡dad el

esclareqimiento de un hecho gue reviste de caraclerísticas cdminales y se encuentra

sujeto a investigación. Lo anterior der¡vado de la obligac¡ón que t¡ene el Estado de

admln¡strar justicia. "El prooeso penal es el orden de actuar, de proceder, establecido

23



por el Eslado, para determinar en cada supuesto concreto, la existencia o inexiste

de responsabilidad crim¡nal, aplicando las normas del derecho penal"za.

El sislema procesal penal guatemalteco, con el proc€so de transformación citado, deia

atrás un proceso penal eminentemente inguisitivo, regulado por el decreto 52-73 del

Congreso de la República de Guatémala. lndependientemente de lo señalado, la

h¡stor¡á ref¡ere que: "La ¡ndependencia de España, en 182'1, dei6 intacto el

proeedimiento inquisitivo escrito y semisecreto, formal y burocrático. En 1837, el

llamado Código de L¡vingston introdujo el sistema acusatorio, oral y públ¡co, a la vez

que planteó la ex¡stenc¡a de tribunales independientes del poder político. La división de

poderes causó una fuerte reacción conservadora que derrocó al gobierno republicano

de Mar¡ano Gálvez, que provocó la regres¡ón leg¡slativa.

La revolución de 1871 signifim la relat¡va adecuac¡ón del país a las formas de

orEanizac¡ón ¡urid¡cá-polít¡ca propia de las transformac¡ones ¡nst¡tuc¡onales del siglo

Xvlll, s¡n embargo, no fue alterada substancialmenle la administración de just¡cia en

materia penal, lo cual ocurre hasta el año 1992, fecha en que fue decretado el Cód¡go

Procesal Penal; España cambió su sistema histórico de justic¡a en el 1882. Los codigos

procesales dictados en 1877, 1898 y 1973 mantuv¡eron: porelpeso determ¡nante de la

fase dE ¡nstrucc¡ón y el rol invest¡gador de los jueces, el sistema colon¡al, caracterizado

por el enjuiciamiento sin garantías y contrar¡o al método un¡versal del procésamiento

surgido y perféccionado con las declaraciones de los dercchos humanos para imped¡r

los excesos de poder y dignificar a las personas.

2¡ Gómez de Liaño González, Fernando. El proceso penal- Pág. 19
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El derecho penal t¡p¡fica del¡tos que a través del derecho procesal penal el Estado \{,.y'
sanc¡oná a aquellas personas que los cometan; lo cual pemite tener los parámetros

necesar¡os para determ¡nar el alcance de las actuaciones y procedimientos que deben

regir el dereóho procesal penal. El Artículo 5 del Código Pro€esal Penal indica que "el

objeto del proceso penales la aver¡guación de un hecho señalado como del¡to o falta y

de las c¡rcunstanc¡as en que pudo ser comelido; el establec¡miento de la posible

participación del s¡nd¡cedo; el pronunciam¡ento de la sentencia respectiva, y la

ejecución de la misma.'

El carác.ter púb¡¡co que reviste al derecho procesal, en general, se debe a la necesidad

del Estado de regular uniformemente los mecan¡smos mediante los cuales deberá

llévarse a cabo eltuzgamiento de las causas sujetas a su jurisdicc¡ón. En conclusién, la

actuación de los sujetos procesales (partes) dentro de un proceso penal se encuentra

previamente delimitada y establec¡da en las leyes que regulan el procedim¡ento, mismo

que no se puedé var¡ar, de conformidad con lo establec¡do en el Artículo 3 del Cód¡go

Procesal Penal, mismo que indica que "los tribunales y los suietos procesales no

podrán variar las fomas del proceso, las diligencias o incidencias."

'El proceso penal es el conjunio de normas, instituciones y princip¡os juríd¡cos que

regulan la función jur¡sd¡cc¡onal, la competéncia de los jueces y la actuación de las

partes, dentro de las d¡stintas fases proced¡mentales, y que t¡ene como fin esúablecer la
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verdad histórica del hecho y la participación de imputado durante la substanc¡ac¡ón del 
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proceso penal para luego obtener una sentencia justa'¿5.

Aunque Guatemala ha tratado de innovar su sistema procesal penal no existe

estabilidad en el mismo, porque desde su inic¡o hasta la v¡genc¡a de nuestro Cód¡go

Procesal Penal actual se han sufrido cont¡nuas reformas para tratar de continuar

acomodando los procedimientos penales a los s¡stemas de la región.

Con las legislaciones derivadas del modelo procesal penal lberoamericano y

concretamente la de Guatemala, que fue la primera en acogerlo, se han alcanzado

logros inest¡mables, como la separación de las funciones de ¡nvest¡gar que ahora le

corresponde al Ministerio Público, de juzgar a los jueces, dándole una mayor

c,ons¡derac¡ón a la víctima, el asegu€m¡ento del imputado, la introducción de formas

adecuadas de solución de confl¡ctos de manera d¡stinta a la pena, la creación de

instituciones de gran incidencia en la realización de la just¡c¡a penal, como el lnst¡tuto

de la Defensa Pública Penal, el fortalecimiento del M¡nisterio Público, la simplif¡cación

de proced¡m¡entos, la publicidad de tos juicios y una mejor organización judicial, la ley

procesal penal en Guatemala se regula en el Cód¡go Procesal Penalen cuya ley se han

establecido los procedimientos o fases propias del proceso penal y med¡ante tales

proced¡m¡entos o fases se permite la aplicac¡ón de la ley sustant¡va penal cuando se

mater¡aliza la pena establecida en el típo penal en contra de una persona que haya

resultado responsable de le com¡s¡ón de una conducta antüuríd¡ca cometida y probada.

tr Sosa Ard¡t¡, Enñque, El¡u¡cio olal en 6l proceso penat. Pág.23
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2.2 Caracterfuticas

2,2.1 Es un derecho públ¡co

Es Público, porque pertenece a la rama del derecho público, y ha sido creado por el

Eslado, para resolver conflictos de tipo social, provocados por el del¡to.

2-2-2 Es un derecho inslrumenial

Es lnstrumental porque t¡ene por objeto la realización del derecho penal mater¡al, es el

méd¡o para que el Estado ejerza su poder de cast¡gar.

2,2.3 Es un derécho autónomo

Es aulónomo porque posee sus propios princ¡pios, doctrina, ¡nstituciones propias,

autonomía legislativa, iur¡sdicc¡onal y c¡entífica"26.

2.3 Los sistemas proceaales

Los diferentes sistemas de enjuiciam¡ento penal, aunque no existen en forma pura, es

necesario prec¡sarlos principalmente, como marco de referencia para reconocer el tipo

de sistema procesal que se utiliza en cierta región y determinada época, por lo que se

desárrollarán a cont¡nuación.

,6 0b. ctt. Pás. 23.
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2.3.1 lnquisitivo

La lnquisic¡ón ec el nombre con el cual se conoce a todo el sistema judicial correlativo a

este tipo de organización política, del imperio romano, y desaffollado como derecho

universal catól¡co, por glosadores y post glosadores, pasa a ser derecho ecles¡ást¡co y

posteriormente, laico, en Europa Cont¡nenlal, a part¡r del siglo Xlll de nuestra era. En

su época se le consideró como la forma jurídica conven¡ente al desarrollo y

mánténim¡ento dél poder absoluto y al logro de la @nv¡vencia pacífica dentro de ese

régimen político. se trata del fenómeno que se conoce como recepc¡ón del derecho

romano canónico de Europa Cont¡nental.

En este sistema eljuez invest¡ga de of¡cio y en su in¡c¡o se caEcter¡zó por la tortura y

toda clase de tormentos al imputado. Este sistema t¡ene las caraclerlst¡cas s¡gu¡entes:

. El procéso ¡n¡cia de of¡c¡o, incluso mediante denunc¡a anónima.

. El juez asume la función de acusar y juzgar.

¡ No liene el carácter de iusticia popular.

. El proceso es escr¡to y secreto, carente de contradictor¡o.

. La prueba se valora mediante el sistema de prueba tasada.
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. El proceso penal no reconoce la absolución de la ¡nstanc¡a.

. Se adm¡t¡ó la impugnación de la sentencia.

. Los iueces son permanentes e irrecusables.

. La confesión del imputado era la prueba fundamental y para obtenerla se

empleaba hagta la tortura y el tormento.

r La prisión preventiva quedaba alarbitrio de¡juez.

El sindicado deja de ser sujeto procesal y se convierte en objeto de la invesligac¡ón.

En resumen. S€ puede decir que su principal característica es la concentrac¡ón de

todos los poderes del proceso en una sola persona. Por lo anterior se entiende que el

sistema ¡nquisit¡vo ya no responde a los postulados de un Estado de derecho

democÉtico y respetuoso de los derechos humanos, por lo tanto se iustifica la

suplantación de este sistema ant¡guo por el s¡stema acusatorio.

2.3.2 Acusatorio

29



Según este sistema, la caracterfst¡ca principal del proceso, consiste en la

los poderes que se eiercen en el proceso, por una parte el ente acusador, quien

peEigue penalmente y ejerce la pretens¡ón punitiva, por el otro el imputado, qu¡en

resiste ¡a imputación, ejereiendo su derecho de defensa, y por últ¡mo, el tr¡bunal, que

tiene el poder de decidir-

Ex¡6tén formas fundamentales y formas accesorias del proceso. Las primeras son las

que se observan en las funciones que se realizan durante el proceso. Estás func¡ones

son lres: la función de acusador, la función de defensa y lá función de dec¡s¡ón. S¡ se

¡mputa a una persona la com¡sión de un del¡to, alguien t¡ene que hacer la ¡mputación.

Por otra parte, conceder al acusado la oportunidad de defenderse y rebatir la

imputación que se le hace. Por rllt¡mo, debe resolverse la s¡tuac¡ón del ¡mputado,

imponerle una pena s¡ es culpable o absolverle s¡ es inocente. Por lo anter¡or s¡ las

ires funciones anter¡ores están con@ntradas en una misma peFona, se estará frente

al proceso ¡nqu¡s¡t¡vo. Por el contrario, s¡ cada una de las funciones es ejercida por

diferentes personas, se tendrá el proceso acusatorio.

La divis¡ón de roles de los órganos estaiales de persecuc¡ón penal, es un fruto del

derecho procesal francés. Esta d¡v¡s¡ón de roles ni ¡mp¡de tan solo la parc¡al¡dad del

juez, s¡no que también suprime la necesaria posic¡ón de objeto del acusado en el

derecho pmcesal común. La circunslanc¡a de que el acusado enfrente a alguien que

se le opone, da mayor libertad a su pos¡c¡ón jurídica, ya no es s¡mple objeto de un

¡nquisit¡o pü el juez a quien debe guardare de atacar, sino un sujeto procesal y un
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temer bsXg/contrincante del fiscal, contra el cual

inconvenientes y la parc¡al¡dad eljuez.

puede arremeter enérgicamente, sin

Entre las principales características que se pueden señalar al sistema acusatorio

lenemos:

. 'Es de única ¡nstanc¡a.

. La iurisd¡cción es ejercida por una asamblea o tr¡bunal popular.

. No se concibe el pro6eso, sino a instanc¡a de parte, ya que el tr¡bunal no actúa

de ofc¡o.

r El proceso se centra en la acusación, que puede haber sido formulada por

cualquier ciudadano.

. El acusado se def¡ende de la acusac¡ón en un marco de igualdad.

. Las pruebas son aportadas por las partes.

. El prooeso es público y cont¡nuo.

. La senlencia es ¡rrecurrible.

31
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\"¡!!y. El acusado generalmente se mantiene en l¡bertad" 27

Jurídicamenle, el sistema acusator¡o es el que mejor responde a los postulados de un

estado constituc¡onal de derecho, donde el pr¡ncip¡o de separac¡ón de poderes es

respetado. Pero, además, porque hace viables las teorías modernas qué posib¡l¡lan la

vigencia de una polftica cr¡m¡nal, que tiende verdaderamente a human¡zar al

delincuente, re¡vindicándole sus garantías y derechos procesales, los que por var¡os

s¡glos, le estuvieron vedados.

2.3,3 M¡xto

Este sistema inicia con el desaparecim¡ento del sistema ¡nqu¡sit¡vo, en el S¡glo Xlx,

toma elementos del sistemá inqu¡sitivo y del sistema acusatorio, este s¡slema fue

introducido por los revolucionarios franceses; y fue en Franc¡a donde se apl¡co por

primera vez, cuando se planteó las bases de una forma nueva que divide el procego

penal en dos etapas. Carrara, citado por Enr¡que Sosa Ardite, def¡ne el sistema mixto

expresando: 'El ju¡cio penal m¡xto es un término med¡o entre el proceso meramente

acusatorio y el inquisitivo, asl como la monarquía constituc¡onal es el térm¡no medio

entre la República y el gobierno despótico'¿8.

to¡- cit- p¿o z
" ol. cn. cai. rz.
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En el sistema obieto de este estudio, el proceso penal se d¡v¡de en dos fases, b t!¡tL'lr'

primera tiene por objeto la instrucción o ¡nvestigación, y la segunda versa sobre eljuicio

oral y 0úblico.

El s¡stema m¡xto tiene las característ¡cas sigu¡entes:

. El proceso penal se div¡de en dos fases, la instrucción y el juicio.

. lmpera el principio de oralidad. publ¡c¡dad y de inmediación procesal.

o La prueba se valora confome la libre convicción, conocido como sana críl¡ca.

. Este sistema responde a los pr¡ncipios de celeridad, brevedad y economfa

procesal,

El proceso penal guatemalleco es mixto con tendencia acusatoria, es dec¡r, es más

acusator¡o que m¡xto. Actualmente existe una tendencia el sistema judicial penal de

Guatemala para oralizar la étapa preparatoria del proceso penal, lo que lo conv¡erie en

más acusátor¡o aún. El proceso penal guatemalteco se compone de las sigu¡entes

etapas:

Etapa preparatoria

I Procedimiento intermedio
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> Etapa del juicio o debate oral y público

Etapa de control iur¡sd¡ccional de la sentencia a través de los medios de

¡mpugnac¡ón

I' Ejecución de la sentencia

De conformidad con el Artículo 251 de la Constitución Política de Guatemala, el

Ministerio Público auxilia en la adm¡nistración de just¡cia a los tr¡bunales en forma

¡ndependiente o autónoma; de ahí que la función invest¡gativa de los hechos que

pud¡eren generar acción penal, corra a su caÍgo y en ese efecto, la ley procesal penal

desarrolla lo conducenle de la noma constitucional, que ¡nclus¡ve mot¡vó la emisión del

Decréto 90-94 que cont¡ene la ley orgánica del Ministerio Público que lo organiza

admin¡strativamente. Ante lo anterior, el Min¡ster¡o Público goza como institución de

plena independencia en el ejercicio de la acción penal y la invest¡gación de los del¡tog

en la lorma determinada en el Código Procesal Penal. Ninguna autoridad puede dar

instrucciones al Min¡sterio Públ¡co o a sus subordinados respecto a la forma de llevar

adelante la investigación penal o limitar el e.iercicio de Ia acc¡ón, entonces como

institución el Ministerio Prlbl¡co está v¡g¡lante para que no se cometan arb¡trar¡edades

que desnaturalicen el imperio de la ley.
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2,4 Preparatoria

La etapa preparatoria se define como: "La ¡nstrucción penal. Ésta constituye la Pr¡mera

fase del grocedimiento cr¡m¡nal y t¡ene por objeto recoger el material para determ¡nar,

pór lo menos aprox¡madamente s¡ el hecho del¡ctivo se ha comet¡do y qu¡en sea su

autor y cual su culpabilidad'¿e.

El Manual del Fiscal indica que la etapa preparator¡a'Es la fase inicial del procego

penaf'3o.La act¡vidad del M¡nisterio Público durante la fase preparator¡a; el artículo 6

dél Cód¡go P¡ocesál Penal señala que el Ministerio Público goza

independénc¡a pata eleiercicio de la acción penaly la ¡nvestigaciÓn.

de plena

Asf, se determ¡nó que la acc¡ón penal compete en forma exclus¡va al Estado' para lo

cual se creó este órgano encargado de promoverla, que ejercita la función

persecutoria, la cual comprende dos fases: la ¡nvestigac¡ón del delito y el eierc¡cio de la

acc¡Ón penal.

Todo lo establecido en lo párrafos que anteceden tienen su fundamento en el attículo

25'l de la Constitución Polftica de Guatemala, este disposit¡vo establece que el

gobernado no puede ser persegu¡do penalmente, sino por el Mínisterio Público, y asl,

medianle esta garantía se el¡mina el proceder oficioso e inqu¡sitivo del Juez, qu¡en no

puede actuar en el esc¡arecim¡ento de los ilíc¡tos y en la determinación de la

responsabilidad penal de sus autores, sin la previa acusación del representante sociel

* o¡- clt- P¿o. 542.
Mhrsterio P-úblico. El ttlanual del Fiscal' Pág 230
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La persecuc¡ón de los delitos se manifiesta en dos períodos:

a) El denom¡nado de averiguaciones o ¡nvestigac¡ones previas del delito, que está

¡ntegrado por d¡l¡genc¡as de comprobación de los elementos consignados en el artlculo

5 del Código Procesal Penal.

b) El denominado acusatodo o de ejercicio de la acción penal, el Ministerio Público

actúa como parte en el proceso penal tend¡ente a la determinación o imposición de la

psna correspondiente

Tanto las diligenc¡as de invesligación y la facultad acusatoria, son facultad propia y

exclusiva del Ministe¡io Público; para efectos del estudio y concretamenle para

desanollar el presente tema, el ponente se fijariá y expondrá en cuanlo a la fase

preparator¡a pfop¡amente d¡cha.

De conformidad con lo que establece el artículo 309 dél Código Pro¿€sál Pená|, en lá

¡nvest¡gación de la verdad, que no es más que la fase preparatoria en sí, el M¡nisterio

Público deberá practicar todas las d¡ligenc¡as pertinentes y úl¡les para delerm¡nar la

existencia de¡hecho, con todas las c¡rcunstancias de ¡mportancia para la ley penal.

Asi mismo deberá establecer quiénes son los partícipes, procurÍ¡ndo su identit¡cac¡ón y

el conocimiento de las c¡rcunstianc¡as personales que s¡rvan para valorar su

responsabilidad o influyan en su pun¡bilidad. Verif¡cará también el daño cáusadó por

eldelito, aún cuando no se haya ejercido la acción civil.
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Para Albeño la etapa preparator¡a "Constituye la investigación prel¡minar, reatizaOa poX{,".,,.!1

el M¡nister¡o Público y controlada por los Jueces de primera lnstancia Penal, la cual

sirve para preparar la acugación"31.

La etapa o procedim¡ento preparator¡o tiene como objetivo primordial el esclarec¡miento

de un hecho t¡pif¡cado como delito a través de una investigación suficiente para

fundamentar una petición de acusac¡ón fomal y declarar la apertura a juicio.

Ésta es la etapa de la ¡nvesl¡gación criminal, t¡ene una durac¡ón de tres meses si el

sind¡cado, se encuenlra guardando prisión prevent¡va y se computan a partir de la

fecha del auto de prisión, ahora bien, s¡ el sindicado se encuentra en libertad en v¡rtud

del benefc¡o de una o varias medidas sust¡tutivas la etapa preparator¡a tiene una

duración de se¡s meses contados a partir del auto de procesamiento. En la

invegtigación de la verdad, el Min¡sterio Público deberá practicar todás las d¡l¡géncias

pertinentes y útiles para determinar la existenc¡a del hecho, con todas las

circunstanc¡as de ¡mportanc¡a para la ley penal- As¡mismo, deberá establecer quiénes

son los partícipes, procurando su identif¡cac¡ón y el conocimiento de las circunstancias

personales que s¡rvan para valorar su responsab¡lidad o ¡nfluyan en su punibilidad.

Verificará también el daño causado por el delito, aún cuando no se haya ejercido la

acc¡ón c¡vil. El Ministerio Público actuará en esta eiapa a través de sus f¡scales de

distrilo, sección, agentes fiscales y auxiliares fscales de cualquier categoría previstos

en la loy, qu¡enes podrán asistir s¡n limitación alguna a los actos jurisdicc¡onales

relacionados con la ¡nvest¡gac¡ón a su cargo así como a diligencias de cualquier

3r Albeño Ovando, Glad¡s Yolanda. El lu¡c¡o oÉl en el proce6o penal guatemalteco. Pág. l OO.
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naturaleza que tiendan a la averiguación de la verdad, estando obl¡gadas todas las\,,+,7

autor¡dades o empleados públicos a facil¡tarles la realización de sus funciones.

Es importanle resaltar que de acuerdo con el Decreto't8-2010 del Congreso de la

República que reformó el actual Código Procesal Penal, en la audienc¡a de primera

declaración del s¡nd¡cado, al final de la misma se le pregunta al ente acusador a@rca

dol plazo razonable para concluir la invest¡gación y también se le da ¡ntervención al

respecto al abogado defensor, por lo que al llegar a un consenso en ese punto, eljuez

de una vez señala fecha para la presentación del acto conclus¡vo de la etapa

prepatatoria, y además señala lecha y hora para llevar a cabo la audiencia de

proced¡m¡ento ¡ntermed¡o.

Esüa etapa del proceso penal guatemalteco, inicia cuando el Ministerio Públ¡co formula

acusac¡ón y requiere la apertura a ju¡c¡o contra el imputado, o bien s¡ solic¡ta el

sobrese¡miento, la clausura prov¡s¡onal, la suspensión condicional de la persecución

penal, el proced¡miento abreviado o el criterio de oportun¡dad, t¡ene como f¡n que el

juez que controla la ¡nvestigación verifique en una sola audiencia si existe fundamento

serio para que la causa penal se abra a ju¡c¡o, o bien, para ver¡f¡car el fundamento de

las otras solicitudes ya descritas. Por últ¡mo cabe señalar que d¡cha etapa concluye al

final de esa rlnica audiencia.
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2.5 Procedimiento iniermedio

"Es la fase en la que eljuez de primera ¡nstancia penal, narcoactividad y delitos contra

el ambiente, controla el requerimiento del Ministerio Público"32.

Para la Licénc¡ada Glad¡s Albeño la etapa intermedia es: "La fase de trans¡ción entre el

procedim¡ento preparatorio y eliuicio propiamente d¡cho. Desde el punto de v¡sta formal

la fase inlermedia constituye el conjunto de actos procesales que t¡enen como ln

conocer los requerimientos o actos conclusivos de la ¡nvestigación"33.

Se concluye que la etapa ¡ntermedia es la etiapa procesal que le brinda aljuez contralor

de la ¡nvestigación el poder exam¡nar si hay o no fundamento para poder someter a una

persona a.juicio oral.

2.5 Ju¡cio oral

Para de Pina Vera'Eldebate es la discusión o controvers¡a entre dos o más peBonas,

generalmente en asamblea, junta, parlamento, sala judic¡al, sobre cuest¡ón prop¡a de su

competencia con el objeto de llegar a una solución sobte ella por aclamación o

votac¡ón"s.

32 ob. cn Páo.272.
o ot. cir- p¿i toou De Pine Ve;s, Refáei D¡cc¡onrr¡o dg derecho. Pág.204.
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"Es el método de búsqueda de ¡a verdad mediante un acto públ¡co de intensa oralida .<g,gil

moderado por jueces, consistente en la confrontación de posluras sobre hechos,

normas, pfuebas y valoraciones'3s.

Es denom¡nado también con el nombre de juic¡o oral. Es aqueljuicio que se sustancia

en 6us partes pr¡nc¡pales de vivá voz y ante juez o tribunal encargado del litigio. En

Guatemala eljuicio oral se celebra ante el tribunal de senlenc¡a.

El ju¡c¡o es por excelencia el acto en el cual se producen los medios de prueba, se

hacen las alegac¡ones f¡nales, asi como las réplicas, se del¡bera en privado,

entend¡éndose la frase se delibera en privado como el acto celebrado por el tribunal,

sin interfe¡encia de las partes, n¡ de ninguna olra persona o autoridad, para que el

tr¡bunal esté alejado de toda contam¡nac¡ón que pueda enturb¡ar su pensamiento, pues

es aquí cuando los jueces deben estar en calma y entregados absolutamente a la

deliberación del asunto que están tratando a efecto de que su fallo sea justo y aleiado

de toda pas¡ón pérsonal negativa o positiva, con todo lo cual el producto que es el fallo

nacerá, fundamentádo únicamente en las pruebas producidas en el debate, basado en

la Constitución y en la Ley y dicta en nombre del pueblo de ta República de Guatemala

la senlenc¡a correspondiente conforme a la ley.

Puede dec¡rse que este es el momento def¡nitivo y trascendente en que las partes

presentan al tr¡bunal oralmente sus argumentos, pruebas, razonam¡entos y

* ob, cit. Pás. 2os.

40



ér-- ".\
:; IECFETARA -I¡

se\J!lt -conclusiones sobre el hecho dellctivo mot¡vo del proceso. Es aqui donde

reconstruye el hecho que se juzga y se oye al acusado.

Esta es la etapa medular del proceso penal guatemalteco, y se divide en dos:

a. Etapa de preparac¡ón del debate oral

b, El debate oraly públ¡co

En la etapa de preparac¡ón del debate oral, una vez, admitida la acusaciÓn por eliuez

que controla la investigación, éste de acuerdo a las reformas del Decreto 18-2010 del

Congreso de la Repriblica de Guatemala, que reformó el Cód¡go Procesal Penal, debe

señalar una audiencia en un plazo máximo de tres dias con el fn de verificar una

audienc¡a oml de ofrecim¡ento de prueba, en la que las partes a quienes se les haya

dado ¡nlérvenc¡ón def¡n¡t¡va en e¡ proceso comparece a ofrecer sus med¡os de prueba.

Luego se les concede un plazo de cinco días para mmparecer a iuicio al iribunal de

sentencia señalando lugar para recibir notÍficaciones. Por último el tr¡bunal de

sentenc¡a, señala fecha y hora de in¡cio de debate oral en un plazo no menor de diez

dfas ni mayor de qu¡nce días. Dentro de los c¡nco días de fijada la audiencia de ju¡c¡o,

cualquiera de los sujetos procesales puede solicitar aud¡encia para recusar a uno o

más jueces del tribunal, la cual deberá realizalse dentro de los tres días sigu¡entes a la

solicitud. Si alguno de los jueces considera que incurre en motivo de excusa lo ¡nvocará

en el mismo plazo; para el efecto se convocará a aud¡encia a todos los interv¡nientes.
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Al f¡nalizar el debate ora¡, el tribunal de sentencia en ses¡ón secreta del¡berará, acerca

de los órganos de prueba que se le presentaron en la aud¡enc¡a de debate oral,

dándole valor probalorio a uno y denegándoselo a otros y al f¡nal en nombre del pueblo

de la República de Guatemala d¡ctará sentencia condenando o absolviendo al

acusado-

Uno dé los objetivos del proceso penal es obl¡gar al Estado a invertir sus recursos

económicos para la persecución y sanc¡ón de los delitos, en especial constilu¡r un

fuene M¡nisterjo Público al que debe dotar de petsonal técn¡co y de med¡os c¡entíf¡cos

pá€ que la ¡nvestigac¡ón sea también científica y resulte más adecuada en su

apreciación por los jueces, así como fortalecer a las fuerzas de segur¡dad para que

realicen o colaboren en las actividades de investigac¡ón criminal de forma eficiente.

En ese sent¡do, la coordinación que debe existir entre el M¡nisterio Público y la

adm¡n¡siración para la conc,entrac¡ón de recursos se refeia en que dicha institución

puede ped¡r la colaborac¡ón de cualqu¡er func¡onario y autoridad admin¡strat¡va de los

organismos del Estado y de sus entidades descentral¡zadas, autónomas y

semiautónomas para el cumplimiento de sus funciones, estando é6tos obl¡gados a

prestarla sin demora y a proporcionar los documentos e informes que le sean

requeridos, como se determina en elArtículo 3 de la ley orgán¡ca del Minisler¡o Público,
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2.7 lmpugnaciones

Luego de fnal¡zado el debate oral y de dictada una sentencia condenatoria o

absolutoria, los sujetos proGesales al estar ¡nconfomes con la misma, podrán plantear

recurso de apelación espec¡al, para que ¡a sala jor¡sd¡cc¡onal de la corte de apelaciones

que conesponda ver¡fique la sentenc¡a impugnada, confirmándola, revocándola,

modificándola o b¡en, anulando el debate oral y ordenado su reenvío, es decir,

ordenando que $e rep¡ta el debate ante otros jueces.

2.8 Ejecución de la sentanc¡a

De las ¡nnovac¡ones de la actual normativa juridica procesal penal, lo constituye la

creación de los jueces de ejecución, encargados de la ejecución de las penas y todo lo

relac¡onado con las m¡smas. La ejecución de la sentencia consiste en que el órgano

jurisd¡ccional competente {uzgados de ejecución), empleando los mecanismos

jurídicos adecuados, deben proceder al debido cumplimiento da los fallos

condenatorios dictados por los tribunales de sentenc¡a.

El condenado podrá ejercer, durante la ejecución de la pená, lodos los derechos y las

facultades que las leyes penales, penitenciarias y los reglamentos le otorgan,

plañléando ante eljuez de ejecuc¡ón todas las observaciones que est¡me convenientes.

El defensor nombrado con anterioddad tendrá derecho a la defensa técnica y podrá

oonlinuar eierciéndola. En todo caso se podÉ nombrar nuevo defensor o ped¡r que se

le nombre de oficio. No recae sobre el defensor él deb€r de vigilar la éjecución de la



pena: tan sólo deberá asesorar al condenado cuando él lo requ¡era e intervenir en

¡ncidenies planteados durante la ejecuc¡ón de la pena.

El objetivo de este capltulo al resumir el estado del proceso penal guatemalteco, es

ilustrar al lector de la presente investigación, el med¡o en el que se desarrólla el

problema que motiva esta tesis, con respecto a las juntas concil¡atorias pract¡cadas en

la sede del Ministerio Públ¡co en la etapa preparaloria del proceso penal, que tieñe

como fin que se lleve a cabo la investigación de un hecho cons¡derado delito.
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3- El itinisterio Público

El Ministerio Público desempeña un papel pr¡mordial dentro de la administración de

just¡cia penal, toda vez que es el ente encargado de ejercet la acción penal pública en

representac¡ón de la sociedad, de acuerdo a su ley orgánica, pero además

const¡tuc¡onalmente, el compete el velar por el estricto cumpl¡m¡ento de las leyes del

país-

El Min¡ster¡o Públ¡co, previo a las reformas constitucionales que regularon su

funcionamienio como tal, se encontraba integrado a la Procuraduría General de la

Nación, conforme lo establecía el Decreto 512 del Congreso de la Repúbl¡ca; s¡n

embargo, en 1993, el Estado de Guatemala da un giro sustiancial en la forma de

organizar el sislema penal, en cuanto a la adopción de procedimientos ef¡c¡enles para

enfrentar la criminalidad: d¡vidió las tareas de juzgar, ¡nvest¡gar y peFegu¡r

penalmenle en diferenles órganos, con el objeio de establecer el ya reconocido a n¡vel

mundial, sistema acusatorio, que hasta esa fecha no se encontraba vigenie eñ

Guatemala y que pemitiera de alguna forma contravenir las arb¡trariedades y

violaciones de los derechos de sus e¡udadanos, derivadas del abuso de poder al cual

daba cabida el s¡stema procesal penal vigente en Guátemalá, ampliamente conocido

eomo sistema inquisitivo.
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Es as¡, como derivado de la reforma constitucional antedormente aludida, el M¡nisterio \'i,,,,-:Z

Públ¡co, se constituye como un órgano autónomo, encargado de ejercer la persecución

y la acción penal en representación del Estado.

En ese sent¡do, el cód¡go procesal penal que entró en v¡genc¡a también en el año 1993,

trae dentro de sus preceptos una sede de funciones y responsabilidades propias para

el M¡n¡stér¡o Públ¡co como ente encargado de la persecución penal, las cuales de

foma breve a criterio del ponente, pueden resum¡rse en dosr a) La dotación para los

agentes del M¡n¡sterio Público que sean designados, de fácultades específ¡cas para

real¡zar la investigaoión en la etapa prepaÍatoria y; b) La facultad de acusar en el

e.lerc¡c¡o de la persecuc¡ón penalen representac¡ón del Estado de Guatemala.

Tomando en considerac¡ón las ¡eformas tanto const¡lucionales como procesales

anteriormente menc¡onadas, se concibe al M¡nisterio Públ¡co como un órgano

autónomo, en virtud de lo cual se hizo necesario emit¡r el Decreto No. 40-94 "Ley

Orgán¡ca del M¡nisterio Público", el cual establece dentro de sus preceptos: los

princ¡p¡os básicos de su funcionamienio, organización func¡onal y administrat¡va, rol

dentro del proceso penal, pr¡ncipio de jerarquía ante las fuezas de seguridad,

régimen financiero y administrativo, las d¡sposiciones de discipl¡na en el serv¡cio y la

carrefa t¡scal.
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fu',,^.i"De esta cuenta como auxiliar fiscal, he laborado por varios años en está

siendo incorreclo que en el seno de la misma, se incumpla su mandato legal y

const¡tuc¡onal, creando figuras procesales por analogía, y en especial, de.iando

désprotegida a la víctima. Por ello, es necesario rev¡sar, cual es la func¡ón del

Ministerio Prlblico, desde la óptica normativa y doctrinal.

3-1 lntroducción

El Ministér¡ó Público "es una ¡nst¡tución auxiliar de la administrac¡ón públ¡ca y de los

tr¡bunales encargada, según la Constitución Polít¡ca de la Repúbl¡ca, el Cód¡go

Procesal Penaly la Ley Orgán¡ca que rige su funcionamiento, del ejercicio de la acción

penal pública, así como de la investigac¡ón preliminar para p¡eparar el eierc¡oio de la

acc¡ón penal públ¡ca. A estos efe6tos, tamb¡én tiene posib¡l¡dades de ejercer coerc¡ón

sgbre las personas pala poder cumplir con esta función y dirige a la pol¡eía en cuanto a

la investigación del delito se ref¡ere"s.

Ante e6tas func¡ones, tan ¡mportantes para el respeto a la ley en el país, es explicable

que exisla la necesidad de determinar con precisión su ubicación ¡nst¡tucional, esto és,

cual es la relación que el M¡nisterio Públ¡co mantiene con las demás instituc¡ones u

organismos del Estado. Le preocupación proviene de la necesidad de garanüzar que no

se abüse de ial poder. De esia manera se prevén los mecan¡smos constilucionales y

lógáles que perm¡ten que el poder de persecuc¡ón penal no sea ut¡lizado con ¡ntereses

pol¡t¡cos sectoriales para perjud¡car o benef¡c¡ar a alguna persona o grupo.

s ob- ctr- Pág 31.
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La pregunta acerca de cuál es el lugar que debe ocupar el Ministerio Público en el

concierto institucional es un tema recurrente en muchos pafses, en especial, en

América Latina, que ha ensayado varios modelos con d¡stinta suerte. Tradicionalmenie,

se han aplicado modelos que h¡cieron depender al M¡nisterio Público del poder u

órgano ejecutivo, del judic¡al, del legislativo y, por último, los modelos que lo

constituyeron en un órgano autónomo o exlra-poder.

Guatémala no ha sido ajena a esla polém¡ca, como lo demuestra el hecho de que el

sislema institucionel del pals dio distintas soluciones al problema. Hasta la reforma

conslitucional de 1994, el que fuera el anl¡guo Ministerio Público, que tenia func¡ones

de panioipar en el proceso penal representando el interés ofic¡al, a la vez que le era

encargada la representac¡ón del Estado, era dependiente del Organismo Ejecuiivo,

aunque se le reconociera funciones autónomas, puesto que el Presidente de la

República podía nombrar y remover del cargo al entonces Procurador General de la

Repúbl¡ca y Jefe del Minister¡o Público.

Luego de la reforma const¡tucional, aquella institución se ha separado en dos: Por una

perte la Procuraduría General de la República encargada de la representación del

Estado y por otra, el Ministerio Público, encargado del ejerc¡cio de la acc¡ón penal

pública. Este último, a qu¡en se le atribuye funciones autónomas, ahora puede

seRalarse que efect¡vamenté goza de mayor aulonomía funcional, puesto que si bien al

Fiscal General lo elige el Presidente de la República, éste está limitado en su selección

a una nómina elaborada por una com¡s¡ón de postulación que selecciona seis
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candidatos. Las funciones autónomas del Ministerio Públ¡co han sido confirmadas po)q"''

la dec¡s¡ón de la Corte de Constitucional¡dad que derogó el Artículo 4 de la Ley

Orgán¡ca (décr6to 40-94) que permitia al Presidénte de la República dictar

¡nstruóciones generales al F¡scal General.

En este marco constifucional y legal, puede sostenerse que el Min¡sterio Público es un

órgano extra-poder es decir, no subordinado a ninguno de los organ¡smos del Egtado,

LeE¡slat¡vo. Ejecutivo y Jud¡cial, sino que ejerce sus funciones de persecuc¡ón penal

conforme lo prescrito en la Constitución Política de la Repúbl¡ca y la ley. D¡cho artfculo

también le da aufonomía en su ejecución financiera y presupuestar¡a, como uno de los

mecanismos para garant¡zar la independencia que pregona la ley.

Los procedimientos lnquisitivos se caracter¡zan, igual que los s¡stemas autoriiários de

ejercicio del poder público, por la concentrac¡ón de func¡ones en una sola persona. En

efecto. si se recuerda cómo estaba organizado el proceso penal derogado por el

Código Procesal Penal Decreto 51-92, eljuez ienía prácticamente todo el poder sobre

él pfoceso, s¡n respetarse plenamente las garantías procesales.

Tal como estaba diseñado el proceso, eljuez podía in¡ciar la instrucción de of¡cio, tenía

a su cargo la ¡nvest¡gac¡ón del hecho, ordenaba allanamientos o ¡nspecc¡ones y podía

también dictar la prisión prevent¡va. Esa m¡sma persona dec¡dla cuándo la instrucción

conclula y, muchas ve@s el m¡smo juez, decidía s¡ se abría la etapa del plenario

medianle el auto de apertura del ju¡c¡o, teniendo tacultades de ¡nstrucc¡ón

suplementar¡a para f¡nalmente d¡ctar sentencia. En este marco, el Minister¡o Públ¡co
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sólo era informado en la ¡nstrucción y aunque podía proponer la real¡zación de

en todo momento, en la práctica su participaciÓn se leducia a opinar, luego de abierto

eljuic¡o, sobre s¡ debia abrirse la etapa de prueba o si alegaba en defnitiva La defensa

podÍa real¡zarla un estudiante de dereeho y las posibil¡dades de control de la prueba en

un proced¡miento escrito eran prác't¡camente nulas.

Como puede observarse, las facultades del juez eran enormes y práGticamente sin

control, lo que abría la puerta a muchas ¡njustic¡as y arb¡trar¡edades. De hecho, un juez

que ¡nvest¡ga y t¡ene que decidir sobre et mérito de su investigac¡Ón al d¡ctar la

sentencia, resulta tan involucrado o parcializado en el caso, que une sentencia

condenatoria sería, de alguna manera, la culminación ex¡tosa de su prop¡a

invest¡gación. As¡ se ha dicho que o se es buen investigador o se es buen guardián de

las garantías del imputado, pero ambas funciones a la vez resultan contradictor¡as

Los procesos penales en un estado democrático, respetan dentro del esquema del

procedimiento, el reparto o divis¡ón de poderes que caracteriza el ejerc¡c¡o del poder

públ¡oo en una Repúbl¡ca. La concentración de poderes atenta contra un ejerc¡cio de

poder que debe caracterizarse por el mutuo control entre las autoridades éstatales. Asi'

un proceso penal para un estado de derecho debe respetar el pr¡nc¡p¡o acusatorio, que

asegura una d¡v¡sión de poderes entre las autoridades estatales. De esta forma que

exisle una diferencia entrc la institución y elfuncionario que decide (dicta la sentencia)

y aquel que ejerce las funciones requirentes (aóusa), y que también se distingue de la

persona que ejerce su derecho de defenderse de la imputación.
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caso y también se le encarga la protecc¡ón de determinadas garantías const¡tuc¡onales

(libertad, inv¡olabilidad del dom¡cilio, etc.), el fiscal, encargado de la investigación

p¡"el¡m¡nar y del ejercicio de la acción penal y el defensor, que en ocasiones puede ser

un funcionario del Estado, s¡forma parte del servicio público de deiensa.

Es así como una de las características pr¡ncipales del proceso penal guatemalteco es

la división de funciones que opera el principio acusatorio y que informa la actividad de

lgs fiscales y del Ministerio Públ¡co como institución.

3.2 Princip¡ds

La Ley Orgán¡ca del Ministerio Públ¡co de 1994 ha definido en sus normas una serie de

pr¡nc¡p¡os que r¡gen el func¡onamiénto de la ínstitución. A cont¡nuación se detallan estos

principios:

3-2-1 Un¡dad

Conforme este principio, 'el Ministerio Público es ún¡co e indivisible, concepto que se

traduce en que cada uno de los órganos de la institución lo representa íntegramente,

en la med¡da en que su actuac¡ón está enmarcada en las atribuciones correspondientes

al cargo"37.

"'ób. c¡r. Pág. 4s.
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lmplicará ésta, que el f¡scal cuando ¡nlerviene en el proceso lo hace

répresentánte del M¡n¡ster¡o Público en su función de perseguir penalmente conforme el

princ¡p¡o de legalidad. Es dec¡r, a través de él es toda la ¡nstitución la que está

interviniendo- Por ello, a diferenc¡a de lo que ocurre con los jueces, no podÉ anularse

una diligencia o dejarse de pract¡car invocando que el f¡scal no tiene a su cargo el caso.

3.2.2 Jerarquía

"El Ministerio Público, a diferencia del Organ¡smo Judicial dondé todos los jueceg son

iguales y sólo tienen distribución de competencias, es una inst¡tuc¡ón organ¡zada

ierárquicamente. El Fiscal GeneÍal es eljefe del Min¡sterio Públ¡co, a los que le siguen

los Jiscales de distr¡to y de sección, los agentes fiscales y los auxil¡ares fiscales. Entre

ellos ex¡ste una relación jerárqu¡ca que se refleja en la pos¡bilidad de dictar

instrucciones y sanciones disciplinarias"3E.

El Consejo del M¡n¡ster¡o Público es un órgano por fuera de la estructura jerárquica, en

tanto t¡ene a su cargo funciones de asesoría y de control de las instrucciones y

sanciones impa¡tidas por el Fiscal General. La función del Consejo es de suma

¡mportanc¡a para equ¡l¡brar la estructura jerárquica, puesto que su composición permite,

además de teneÍ representantes electos por el Congreso de la República, tener fiscales

electos en asamblea de fiscales donde ¡as ierarquías se diluyen y todos tienen ¡gual

representac¡ón, esto es, un voto cadá fiscal de distrito, de secc¡ón, agente fiscal y

aux¡liar fiscel.

* ob. 6tt Pás 46.
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\.:l4ri3-3 El sislema de instrueciones

Lá man¡féstac¡ón más destacable de la organización jerárqu¡ca de la institución es el

sistema de instrucc¡ones que todos los f¡scales pueden dictar a sus subord¡nados,

conforme el ,Artículo 66 de la Ley Orgán¡ca del M¡nister¡o Público. Así lo señala el

Artículo 47 del mismo cuerpo legal cuando norma que la función de los f¡scales estará

suieta a la Constitución, las leyes y las ¡nstrucc¡ones dictadas por el superior jerárqu¡co.

El lfmite a este deber de obediencia a las ¡nstrucciones de los superiores se encuentra

en elArtículo 67, que señala que el cumplimiento de la ¡nstrucc¡ón sólo debe real¡zarse

en la medida en que ésta se enmarque dentro de la ley- En caso que así no fuera,

puede plantearse la objeción conforme el Artículo 68 de la Ley Orgán¡ca del M¡nister¡o

Público

Las inslrucciones pueden ser referidas al servicio o al ejerc¡cio de las funciones de los

fiscales:

a. Las instrucc¡ones de servicio, son aquellas d¡ctadas con el objeto de organizar el

trabajo, distribuir tareas entre el personal, deteminar las modalidades de relac¡ón con

las demás autoridades o todas aquellas referidas al funcionámiento del distrito, lá

sección o la agencia fiscal.

b. Las instrucc¡ones relat¡vas al ejerc¡cio de las funciones, sirven para determinar, en el

marco de Ia polit¡ca cr¡minal que ejecuta el Ministerio Público, los ámbitos de

d¡scrécional¡dad que la ley perm¡le en el ejercicio de sus func¡ones. Una instrucción



para reguerir el criterio de oportun¡dad, la suspensión cond¡cional o el procedim¡ento

abreviado. Obviamente el F¡scal General puede diciar estas ¡nstrucc¡ones, pero

tamb¡én el fscal de distr¡to o el de sección podría determ¡nar en su área estras

prec¡s¡ones, réspécto ál ejércicio de la acción penal pública de los f¡scales a su cargo,

incluso los agentes fiscales las podrán d¡ctar respecto de sus subord¡nados.

A través de las instrucciones se da fofma, se diseña, la politica crim¡nal del Estado

cuya ejeeución está confiada al Ministerio Público. La ley procesal penal, de¡a espac¡os

de discrecionalidad otorgada a los f¡scales, ámbitos que pueden regularse conforme a

lss necesidades politico-criminales en un lugar y momento determ¡nados.

Para aclarar la situación es mejor hacerlo a través del s¡gu¡ente ejemplo: s¡ én un

momento se considera que en un territorio determinado extste gran cant¡dad de armas

de fuego sin reg¡strar y que ésta es una importante fuente de violenc¡a, los fiscales

pueden considerar que debe ofrecerse a los imputados el procedim¡ento abreviado con

la pena mínima con elobieto de que quede registrada una condena que no perm¡ta que

le sea olorgado un permiso en el futuro a esa persona. Debe recordarse que, en virtud

do la jéra¡quÍa que cualquíer f¡scal tiene respecto de la policla, las instrucciones no sólo

puedén 6er a 106 f¡scales ¡nferiores s¡no también a la policía con asiento en el luger.

Las instrucc¡ones, tanto las de servic¡o, como las de función, pueden ser generales o

espec¡ficas.
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a. Las ¡nstrucciones generales son aquellas que se ref¡ercn a un conjunfo de \>y'
situac¡ones y regulan la actividad que debe seguir el tiscal ante cada caso que se le

presente con esos supuestos. Por ejemplo, puede d¡ctarse una instrucción general que

ordena la aplicación de la suspensión condicional de la persecuc¡ón penal en todos los

casos de tenencia para el consumo de drogas.

b Las ¡nstrucc¡ones específicas o especiales se refieren a asuntos en concreto, donde

el fiscal superior ordena darle un tratamiento determinado al caso, por ejemplo, el f¡gcal

de distrito podrla instruir al agente f¡scal que ordene delerm¡nada d¡l¡gencia o determ¡na

cuál será su estrategia iurídica para el asunto.

Esta estructura jeÉrquica del Min¡sterio Públ¡m y, como consecuenc¡a de ello, la

posib¡lidad de regular el ejerc¡cio de las func¡ones y la organ¡zac¡ón del servicio de los

fiscales, t¡ene un efecto muy sign¡ficativo sobre la realidad. Así como la ley se preocupó

de crear un órgano como el Consejo del Ministerio Público con el objeto de controlar al

Fiscal General, también creó mecanismos que permitan controlar las instrucc¡ones de

cualquier fiscal y a la vez, evitar que se tomen represalias d¡sciplinarias contra el fiscal

que se niegue a cumpl¡r una instrucción contraria a la ley.

3.3.1 Requisitos formales

Todas las ¡nstruóc¡ones deben esiar enmarcadas defltro de la ley y el f¡scal no debe

tomar acciones basadas en instrucc¡ones que se apartan de ella. Conforme el Artículo

47 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, el fiscal está ob¡igado a cumpl¡r con la
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en la medida que éstas se aiusten a la Constitución y las leyes. Por ejemplo, no sería

válida una instrucción que ordene la aplicación del cr¡terio de oportun¡dad cuando el

f¡scal del caso considere que no están dadas las condiciones, o tampoco lo sería la

orden de acusar ouando elf¡scaldel caso, que está encargado de hacer una valoración

sobre los elementos recog¡dos en la investigación, mnsidere que no existe fundamento

serio para el enjuiciamienio públ¡co del ¡mputado, como señala el Cód¡go Procesal

Penal-

Con el objeto de darle certeza al sistema de instrucciones, sólo se otorga validez, a las

instrucciones que se realizan por escrito, salvo que ex¡sta peligto en la demora o se

trale de simples órdenes de serv¡cio. Estas últ¡mas deben ser interpretadas

restrictivamente- Debe advertirse que sólo un fiscal superior y cualquier funcionario del

Ministerio Prlblico, por más influencia política ni que tenga, puede diciar instrucciones e

otro {iscal o ¡ndicarle cómo debe llevar asunto. De la misma manera, las instrucciones

deben consiar por escrito y si así fuera, el fiscal no tiene obligación de cumpl¡rlas. Se

trata. como podrá observarse de un sistema para proteger al f¡scal de decis¡ones

arbitrarias de sus superiores jerárquicos.

Otro límite infranqueable a la facultad de dictar instrucciones se da durante audienc¡as

orales o los debates. En este caso, el f¡scal no puede ser ¡nstruido y su super¡or tiené

interés en el asunto, debe participar personalmenté en la audiencia. Un Rscal que no

part¡cipa de un debate, no puede, por ejemplo, ordenarle al f¡scal del caso que pida una

determ¡nada pena, puesto que el requerim¡ento resultará del grado de culpabilidad que
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surja del mismo debate y no fuera de esta prohibición de emitir instrucciones para losq',",,",'

debates o demás aud¡enc¡as.

En caso de otras d¡ligencias sujetas a plazo o urgentes, el fiscal que recibe la

¡nstucción deberá cumpl¡rla s¡n perju¡c¡o de obietarla poster¡ormente.

3.3.2 Objeción

Una vez señaladas las pos¡b¡l¡dades de los fiscales de instrui[ a los fiscales de o¡den

jerárquico inferior, se debe conocer las pos¡bilidades que el f¡scal ¡nstruido liene de

resistir la orden antes indicada. El mecanismo previsto en la ley es la llamada objec¡ón,

prev¡sta en el Articulo 68 de la Ley Orgán¡ca del Ministerio Público, por medio de la cual

el fscal que recibe la instrucción hace saber al f¡scal que dictó la ¡nstrucción que la

considera ilegal y por tanto, no aplicable.

La obieción puede ser en abslracto o en concreto. La objec¡ón en abstracto se da

cuando el f¡scal ¡mpugna la instrucción dictada aún cuando no la tenga que aplicar a un

caso concreto. La objeción en concreto se da cuando la ¡mpugnación de la instrucción

se rcfiere a un caso, esto es, el f¡scal que plantea la obieción debe aplicarla a un caso

que tiene a su cargo y que cons¡dera no apegada a la ley. Es ¡mportanle la dist¡nc¡ón

porque la legit¡mación para plahtear la obiec¡ón varía conforme la jerarquía del f¡scal.

Aunque cualquier fiscal puede plantear obieciones en concreto, sólo pueden plantear

objéc¡onés en abstracto los f¡scales de d¡strito y de sección.
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Planteada la objeciÓn, el fiscal que d¡ctó la instrucc¡ón puede rectificarla o anularla k,':r,:
puede insisiir en la leg¡timidad de la misma En este último caso, dec¡dirá el fiscal

superior al que dictó la instrucción objetada S¡ éste evalúa que la instrucc¡Ón es

legítimalaconfirmará'S¡laconsiderailegítimalarectificaráoanularáparc¡alo

totalmente. S¡empre, por su m¡sma posición jerárquica, podrá dictar una instrucc¡ón que

la reemplace. Tal como lo señala la ley, el f¡scal que d¡ctó la ¡nstrucción objetada o el

fiscal superiór a éste y que debe decidir' podrá citar a una junta de fiscales a su cargo

para escuchar su op¡nión al respecto o, en su caso, ped¡r un d¡ctamen al Consejo del

M¡n¡ster¡o Público. El conseio será la última ¡nstancia sobre el asunto y ante quien

debe objetarse una instrucción del F¡scal General.

Se considera aprop¡ado además, referir que aunque se hayan agotado todas las fases

determinadas det proceso penal y el ¡mplicado que fue sancionado con pena de prisión

se encuentra privado de su l¡bertad, no tiene nunca perd¡das las esperanzas de que se

pueda cambiarle el rumbo a su caso, porque conoc¡do es que aún podría util¡zar en su

favor el recurso de revisión cuando aparezcan elementos de conv¡cc¡ón que no fuefon

yalorados como medios de prueba en la fase procesal correspondiente o acudir a las

otras posibilidades que la mlsmá ley y el Estado' le perm¡ten.

Por último, la vÍctima que se vea afectada por la ¡nstrucción, podrá objetar en concreto

la instrucción, para lo cual regirá el m¡smo proced¡miento que si hubiera sido

¡nterpuesta por un fiscal. Cabe notar que no se trata sólo del querellante adhes¡vo' sino

de la victima, el agraviado en sentido amplio, aun cuando no se haya constitu¡do en tal

carácfer.
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3,¿l Recmplazos y asunc¡ón directa de un asunto

También como una consecuencia de la estructura jerárqu¡ca del Min¡ster¡o Públ¡co. por

razones de eficacia, el Fiscal General, los f¡scales de d¡str¡to y los fiscales de sección,

pod¡án as¡gnar asuntos a algún fiscal determinado de los que se encuentran bajo su

mando, a vafios, rcemplazarlos o asumir direc'tamente un asunto.

Como puede observarse, no rige para los fiscales el concepto de competenc¡a o de

predelerminación legal previa, pr¡ncip¡os que sí rigen para la judicatura. Sin embargo,

es recomendable que existan s¡stemas de as¡gnación de casos prev¡stos en abstracto,

con el objeto de no permitir la man¡pulac¡ón de los asuntos a la espera de que le toque

tal o cual fiscal por razones part¡cularcs.

A pesar de la previsión que pemite los reemplazos, existe también un lim¡te a esia

facultad, se trata de los reemplazos o las asunciones directas de un caso cuando el

tiscal se negó a aplicar una ¡nstrucción que considera ¡legal o realizadas sin las

formalidades de ley. Esta norma tmta de proteger a los fiscales que cumplen con su

lrabajo y que, por esa razón, su superior jerárqu¡co lo separa del caso para

encargárselo a otro fiscal o aaumirlo personalmente. Si se da esta situación, el fiscal

puede plantear una impugnación por el reemplazo o la asunc¡ón directa del caso por su

supor¡or ante el Consejo del Ministerio Público.

La norma del Artlculo 72 de la Ley Orgánica del M¡n¡sterio Públ¡co es un límite a la

arbitrariedad y a las presiones que eventualmente puedan ejercersé sobré el f¡scal



desde dentro de la misma institución. La víctima, que puede resultar tambié

perjud¡cada por el reemplazo o la asunción directa, puede deducir la ¡mpugnac¡ón en

los m¡smos términos y por el mismo procedim¡ento ante el Consejo del Min¡sterio

PLlblico.

El mismo tratamiento da la ley a los traslados de los f¡scales, cuandó la razón de la

medida tenga como fin, no reconocido, apatlat a un f¡scal de un caso pof sef

excesivamente diligente. Esta regulación protege a los fiscales de traslados que son

sanciones encubiertas por supuestas razones de servic¡o.

La mayor parte de los del¡tos son de acc¡ón pública perseguibles de oficio, ello significa

que de ordinario frente a la infracción penal se mantiene el ¡nterés públ¡co porque el

Estado promueva la acción penal y busque la actuac¡ón de la ley sustantiva y por regla

general el ejercicio de la acción penal debe ser ¡niciado de of¡c¡o.

Por último, cabe hacer mención, que además de las razones de apartamiento delf¡scal;

caso por cuest¡ones de ¡mped¡mento, excusa o recusac¡ón previstas en la Ley del

Organismo Judicial que se aplica también para los fiscales, la vict¡ma tamb¡én podrá

requerir al superior jerárquico que el f¡scal del caso sea reemplazado por considerar

que no ejerce corectamente sus funciones, planteo que será resuelto en e¡ plazo de

dos dias de presentada la solicitud fundada.
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Otra consecuencia del principio de jerarquía es el deber de informar de los f¡scales, los

asuntos a su cargo, a los fiscales superiores inmediatos. Esta obl¡gación está prévista

como una obligación activa, cuando se trata de asuntos compleios de trascendenc¡a

que requieran un tratam¡ento espec¡al.

Respeclo de ésios e incluso de los demás asuntos, es obligator¡o para los fiscales

ordenar las actuaciones con el objeto de que perm¡tan el control jerárqu¡co de

act¡vidad. Esta obligac¡ón tamb¡én permit¡rá elacceso a las actuaciones a la defensa, la

querellante, la víctima y las partes civiles. No obslante, el deber de informar sólo

alcanza las actuaciones y no la estrategia del caso.

3.6 Ob¡etividad

Se señaló que una de las característ¡cas principales del eniuic¡am¡ento penal en un

eEtado de derecho, es la separación de funciones entre la persona que detenia la

func¡ón jur¡sd¡ccional de aquel que ejerce la func¡ón requirente. A estas personaa se le

agrcga una plena part¡cipación del imputado y su defensor, que contradice la

afirmación del requ¡rente. Así se conforma, aparentemente, una relación de

contndicción entre el acusador, el defensor y un tercero imparc¡al que decide por sobre

las partes.
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Este tipo de eniuiciamiento, cerc:mo al modelo acusatorio antiguo, toma forma d¡

con la llamada persecución penal pública. En efecto, con la creación de una inst¡lución

encafgadá del ejercicio de la acción penal públ¡ca y que de alguna manera, en

representación ¡nterés general reemplaza a la víctima, ya no realiza su aciiv¡dad en

nombre de un ¡nterés personal sino con él objeto de asegurar el cumplim¡ento de la ley.

Al no estar eierc¡endo un ¡nterés particular y al estar obl¡gado al eiercicio penal en

déterm¡nados supuestos, se ha creado una parte en sent¡do formal, puesto que se trata

de un degdoblam¡ento fomal que el Estado hace dentro del proceso penal (eljuez y el

f¡scal funciona¡os públ¡cos), con el objeto de ev¡tar la concéntrac¡ón de func¡ones en

los operadores y así ev¡tar, tal como se explicó anter¡ormente, los abusos de poder y la

parcialidad en el juicio.

En e6te marco, no se le exige al Min¡sterio Prlbl¡co y a los f¡scales que pers¡gan a

cualquier costo y por cualqu¡er hecho, no se le ex¡ge gue parcialice su juicio, sino que

se le obliga a buscar la apl¡cación de la ley, se le obl¡ga a cumplir con su lrabaio

conforme el principio de objetividad.

Las consecuencias de este princip¡o pueden verse a lo largo de todos el proceso penal.

En efecto, la etapa preparator¡a, que está a cargo delfscal, se debe extender a recoger

todas las pruebas de cargo y de descargo, asl como debe reálizar las dil¡gencias de

investigación que le solicite el ¡mputado y su defensor. De la m¡sma forma, deberá

solic¡tar el sobrese¡m¡ento cuando considere que están dadas las condiciones prev¡stas

en el Artículo 328 del Código Procesal Penal, la clausura prov¡s¡onal, ordenar el
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prueba producida en la audiencia se desprende que no puede condenarse al ¡mpulado.

También, en nombre del deber de actuar con objet¡v¡dad, debe sol¡c¡{ar la pena

adecuada conforme la culpabilidad del acusado y los crilerios para su determ¡nación

señalados en el Código Penel. lmpl¡ca ésta que no existe ft¡zón, e9 más, v¡ola el

pr¡nc¡pio que se está desarrollando, cuando el f¡scal p¡de la pena máxima con el obieto

de equ¡librar la sol¡citud de la defensa y folzat al juez a buscar un término medio- El

fiscal debe sol¡citar la pena correcta, esto es, la que debe deleminarse conforme los

criterios de la ley.

Por último, olra manifeslación del pr¡nc¡pio de objetividad es la pos¡bilidad que el fscal

tiene de recunir en favor del imputado, cuando se hayan violado sus derechos o,

s¡mplémente el f¡scal cons¡dere que no se ha aplicado correctamente la ley.

3.7 Carrera del Mln¡sterio Público

La Ley Orgánica del Ministerio Públim ha establecido la carera del Minisierio Público

como mecanismo rector del sistema de contrataciones y ascensos para los f¡scales y

peritos de la Dirección de lnvestigaciones Criminalisticas. La existencia de una caneta

del M¡nisterio Público se justif¡cá por la necesidad de:

a) Favorecer la excelencia profesional: El ingreso o ascenso en la ¡nst¡tuc¡ón a través

de un concurso de oposic¡ón y mérito posibilita selecc¡onar a aquellos qué reúnen las
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mejores calidades para el puesto. El procedim¡ento de selecc¡ón, debe basarse aÑ!-7'
méritos de los candidatos, determinados de manera obiet¡va, medianle procedim¡entog

establecidos prevíamente.

b) Ttansparéntar la gest¡ón de recursos humanos de la ¡nstitución: La selecc¡ón del

personal de una ¡nst¡tución pública debe Íealizarse garantizándose el principio

const¡tucional de igualdad de oportun¡dades de publicidad de actos admin¡strativos y de

opción a empleo o cargo público. Mediante concursos preesiablecidos de opos¡ción y

mér¡to se reducen las pos¡b¡lidades de favor¡tismo y tráfico de ¡nfluencia y se crean las

bases de un Min¡sterio Público más autónomo y confiable.

c) Dota¡ de estab¡lidad en el cargo a f¡scales y peritos: Los fiscales y peritos que

pertenecen a la carrera de Min¡ster¡o Público gozan de la garantía de estabilidad, lo que

limita la posibilidad de ejercer presión para actuar en sent¡do contrario a sus func¡onés.

Cuando un f¡scal no es eleg¡do por sus propios méritos sino por sus ¡nfluencias, su

actuac¡ón en deleminados casos se puede ver condicionada en pago de favores

debidos.

El Ministerio Público en su apoyo a las víctimas ha extend¡do sus esfuezos a una

de derivación para darle seguimiento al problema victimológico que enfrentian

personas que han sufrido daños físicos, como pérdidas materiales y otros.

red

las
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3-8 Subordinación de la policía y demás cuerpos de seguridad

Para la investigación del delito y para el ejercicio de la acción penal públ¡ca, se le ha

encargado al Ministerio Público, Ia dirección de la Pol¡cía Nacional Civil e incluso las

fuerzas privadas de seguridad, cuando ejezan tunciones, en el caso concreto, de

investigación de delito. Paralelamente a la facultad de superv¡s¡ón y dirección, se obl¡ga

a eotas fuerzas de seguridad a informar y cumpl¡r las órdenes de los fiscales.

Es de destacar que la Policía Nac¡onal Civil tiene otras funciones, además de la de

invest¡gar los delitos de acción públ¡ca. Por ejemplo, la policía liene lambién una

función prevenliva. Sólo cuando la Policía está ejerciendo funciones de invest¡gac¡ón es

cuando la subordinación al Min¡sterio Públ¡co opera y no respecfo de otras funciones.

Es ¡mportante este concepto, puesto que la Policia Nacional Civ¡l tiene una

orgánizac¡ón adm¡nistrativa prop¡a que no puede ser allerada rcspecto de las otras

funciones

La subordinac¡ón de las fuerzas de seguridad al Minister¡o Público en cuanto a la

invesligación del delito es de suma importancia en un estiado de derecho. De esta

forma 6e asegura un control de la policfa, ente que monopoliza el eiercicio de la

violencia legítima, por parte de una autoridad civil, que a su vez sometida al mntrol de

los demás organismos estatales de la República.
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Todos los fiscales pueden ¡mpartir instrucciones a los policias encargados

investigación, acerca de los hechos y los modos como deben cumplir la

requerida.

Prohibición de ¡nvestigac¡ón autÓnoma: la Policía no puede reálizar invest¡gacioneé s¡n

conocimiento del M¡nisterio Público, salvo que se trate de casos urgentes o de

prevenciones policiales, supuestos en los cuales debe informar dentro del plazo de 24

horas.

Nom¡nación específica: el Fiscal General, los f¡scales de sección y de distrito podrán

nominar a los policías que real¡zaÉn la investigaciÓn que se requiere en un asunto

determinado, como forma de garantizar mayor eficiencia y menores obstáculos en la

aYeriguao¡ón del hecho.

Como puéde observarse, la Ley Orgánica del Ministerio Público se ha ocupado de

determinar con precisión las facultades de los fiscales respecto de la pol¡cía, con el

objeto de qué tal subord¡nac¡ón pueda hacerse efectiva en la realidad y no sólo en los

papeles. Profundiza aún más la ley en la relación de subordinación cuando permite que

el Fiscal General, los ñscales de distrito o los de secc¡ón, pol inic¡at¡va propia o e

ped¡do del f¡scal del caso, puedan imponer sanciones a los agentes pol¡ciales que

infrinjan la ley o los reglamentos, u om¡tan, retarden la real¡zac¡ón de un acto que se les

haya ordenado o lo hagan negligentemente.

de )k¡g¡;r/
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Lag sanciones pueden ser la de aperc¡bimiento o suspensión hasta quince dlas'é. ¡^\'y

inoluso puede reoomendar la cesantla u otra sanción a la autoridad polic¡al

correspondiente. El procedim¡ento para la imposición y' eventualmente, la impugnación

de la decisión por parte del afectado' se encuentra nomado en el Artículo 53 de la Ley

Orgánica del M¡nister¡o Público.

3,9 Respeto a la víctima

La Ley Orgánica del M¡nisterio Público continua la línea trazada por el Código ProÓesal

Penal, en cuanto a otorgar mayor participación a los ciudadanos en general y más

precisamente a la victima. En efecto, además de la ampliac¡ón del concépto de vict¡ma

o agraviado que realizan los Artículos 116 y 117 del Código Procesal Penal para los

casos de derechos humanos y a la participación de asociaciones de ciudadanos para la

protecc¡ón de intereses colectivos, la LOMP le otorga mayor participación y le perm¡te

accionar algunos mecanismos intemos dentro del Ministerio Público para conlrolar,

externamente, que a través de la organización jerárquica no se cumpla con la ley'

ElArtículoSdelaleyofgánicadelMin¡stefioPúblicoestableceelprincipiogeneraldel

respelo a la víctima, que puede desaÍrollándose de la s¡guiente forma:

a) lnterés de la víct¡ma: la acción del fiscal debe respetar y escuchar el ¡nlerés de la

víctima, en la idea que el proceso penal pers¡gue también el fin de componer o resolver

un conflicto social.
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b) As¡stenc¡a y respeto: el fiscal deberá brindarle la mayor asistencia acerca de

son sus pos¡b¡lidades jurídicas (constitu¡rse como querellante, reclamar daños civiles,

etc.) y tratarla con el deb¡do respeto, evitando que el hecho de estar frente a un

proceso no signifique aún más dolor del que ya ha produc¡do el hecho del que fuera

víclima

c) lnforme y nolificación; el fiscal debe darle toda la información del caso a la victima,

aún cuando no se haya constitu¡do como querellante. La víct¡ma tiene derecho a ser

notificada de la resolución que pone fin al caso, aun cuando no se haya constituido

como quérellante, por lo que tendrá derecho a conocer la sentenc¡a, el auto de

sobreseim¡ento, los autos que admiten una excepción que impide la persecución y,

deben ser as¡milados a estos actos, la clausura provisional, la desestimac¡ón y el

erch¡vo.

Los sistemas de administrac¡ón de justic¡a penal en los Estados modernos presentan

dos caracterí.gticas: la persecuc¡ón penal como obm del Estado, esto es, la persecución

penal pública de los hechos pun¡bles y, además el pr¡ncip¡o de legalidad procesal que

obl¡ga a los órganos de persecución a atender todos aquellos casos en los cuales se

tenga notic¡a de qué se ha comet¡do un hecho punible. A través de su aplicac¡ón se

pretende racionalizar la selecc¡ón que necesar¡amente tendrá lugar, a partir de criter¡os

d¡st¡ntos de los qué regular e informalmente aplica todo el sistema de just¡c¡a penal, ya

que méd¡ante la ¡ntroducc¡ón en el s¡stema penal guatemalteco.
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3.10 Funcionar¡os del i[inisté¡io Público

Si bien el Artículo 2 de la Ley Orgánica del Min¡sterio Público establece las funciones y

el Articulo 5 del m¡smo cuerpo legal ¡a unidad y jerarquia del Minister¡o Público, ello no

qu¡ere dec¡r que todos los fiscales tengan las mismas funciones. La Ley Orgánica del

M¡nisteno Público, delim¡ta en términos génerales el área de trabajo y responsabil¡dad

de los dist¡ntos m¡embros de la carrera f¡scal, funciones que a su vez deben distinguirse

de la del re6to del personal, no fscal, del Ministerio Público, como secretar¡os u

oficiales.

Son fiscales del M¡n¡sterio Público, el Fiscal General, los f¡scales de distrito, los fiscales

de sección, los agentes f¡scales y los auxiliares fiscales.

4.10.1 F¡ocal$ de d¡strito y dé sécción

Los fscales de distrito son los jefes del Minister¡o Público en los departamentos o

regiones que les fueren encomendadas, Los fiscales de sección son los jefes de las

fiscalías de sección creadas por la ley o por el Consejo del Min¡sterio Públ¡co. La Ley

Orgánica los responsabil¡za del buen func¡onamiento de la lnstituc¡ón en su área o

región y les encarga elejerc¡c¡o de la acc¡ón penal públ¡ca.

Para ser fiscel de d¡strito o de sección se requiere ser mayor de treinta y cinco años,

poseer tltulo de abogado, ser guatemalteco de otigen y haber ejerc¡do la profes¡ón por
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c¡nco años. Gozan del derecho de antejuicio, el cual debe ser conocido por la Corté(Q,.1 :

Suprema de Justicia.

Las princ¡pales funciones y obl¡gaciones de los fiscales de distrito o sección son:

a) Coordinación y control de la fiscalía de d¡str¡to o sección.

b) Funciones de coord¡nación en el ámb¡to de la persecución penal.

c) Planifca, organiza, d¡rige y controla el ejercicio de la acción y persecución penal que

realiza la f¡scelfa-

d) Verifica que el personal de la fiscalla cumpla las instrucciones del Fiscal Genérál de

la Repúbl¡ca, en lo que atañe a la persecución penal.

o) Dicta ¡nstrucciones generales, acordes con las del Fiscal General, para fijar la

polÍlica criminal en la régión o área de pérsecuc¡ón penal.

f) Verif¡ca el funcionamiento de la fiscalía conforme al modelo de organ¡zación

adoptado por el M¡n¡ster¡o Público y establece los correctivos necesarios.

g) Contmla las mesas de trabajo de las agencias que ¡ntegran la fiscalía con el objeto

de conocer el avance de las ac{uaciones y gira las instrucciones que considere

pert¡nentes para su aqilizac¡ón y efectivo desarrollo.

h) Dir¡ge y supeN¡sa que él personal de la fiscalía haga uso conecto de todos los

sistemas de regislro, así como de cualqu¡er otro instrumento técnico admin¡strat¡vo que

deba ser utilizado conforme a las instrucciones del Fiscal General.

¡) Dirige la organización y uso del sistema de archivo de expedienies y el almacén de

evidenc¡as de la f¡scalía para garantizar su coffecto funcionamiento.

j) Elabora el programa de turno de la f¡scalía y verifica su cumplimiento.

70



k) Real¡za gestiones para la suscripc¡ón de convenios para obtener fácil

infomac¡ón relevante en el combate al cr¡men o conseguir el concurso de

acceso

peritos y

expénos én diversos campós dentro del proceso de ínvestigación.

l) Coordina con los juzgados y tr¡bunales los mecan¡smos necesar¡os para evitar

d¡lac¡ones procesales ¡nnecesarias y agil¡zar la resolución de solicitudes de urgencia

(allanamientos, órdenes de detenc¡ón) etc.

m) Eslablece los canales de comun¡cación y control con las fuerzas de seguridad de

su reg¡ón o área, deb¡endo ¡mpari¡r lás instrucciones que resulten conven¡entes.

n) Resuelve los confl¡ctos de asignación de casos entre las agencias f¡scales.

ñ) Realiza a través de ¡nstrucción específ¡ca debidamente motivada, la reasignación de

casos entre agenc¡as f¡scales por razones de sobrecarga de trabajo, de mal

desempeño del responsable o por la especial importancia de un caso

o) Real¡za reun¡ones mensuales de trabaio o cuando el caso amerite, con los agentes

fiscales para rev¡sar y establecer los criterios de persecuc¡ón penal de la fiscalfa.

p) Realiza acciones pert¡nentes para pÍestar protecc¡ón y segur¡dad a suietos

procesales y test¡gos-

q) Plan¡fica. organiza, dir¡ge y controla las actividades adm¡n¡strativas de la fiscalía.

r) Em¡te instrucc¡ones para favorecer el buen funcionam¡ento de la fscalía y verifica su

cumplimiento

Las anteriores son algunas de las funciones de los f¡scales distritales y de secc¡ón.
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3.10.2 Agsntss fiscales

Los agentes f¡scales asisten a los f¡scales de distrito o de secc¡ón y tienen a su cargo el

ejerc¡c¡o de la acc¡ón penal pública y en su caso la privada. Para ser agenté f¡scal se

requiere ser mayor de treinta años, poseer el título de abogado y notiario, ser

guatemalteco de or¡gen y haber ejerc¡do la profesión por tres años.

Las func¡ónes y obligaciones del agente fiscal son:

a. Planifica, organiza, dir¡ge y controla las act¡vidades que realizan los auxiliáres

fscales y oficiales de la agencia f¡scal a su cargo para la intervenó¡ón oportuna y

eficiente en los casos que le corresponde conocer.

b D¡cta instrucciones acordes con las dictadas por el Fiscal Generaly el F¡scal D¡strital

o de Sección.

c. Recibe d¡ar¡a y personalmente, del of¡c¡al o secretario, las denuncias, querellas y

procesos que ¡ngresen en su mesa de trabajo. Una vez recibida, las exam¡nará y hará

una primera clas¡f¡cación distinguiendo entre:

1. Casos para ser investigados: realizará un análisis y anotará las principales

dil¡gencias a Íealizar Posteriormente designará a un auxil¡ar como encargado de la

investigación y asumirá personalmente los c¿¡sos más complejos o delicados.
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que considera apl¡cable y rem¡tirá la denuncia, querella o proceso al auxiliar f¡scal para

que realice las diligencias pertinentes.

d. Controla que los libros e instrumentos de registro sean debidamente llenados por los

of¡c¡ales Y que los auxiliares les comunican las informaciones necesar¡as al efecto-

e. Supervisa la conecta aplicación de las medidas para el resguado de ev¡denc¡as y

éxpediéntes.

f. E ectuar el control del desarrollo y de los plazos de investigación. Con tal f¡n debeÉ

establecer reuniones con los aux¡l¡ares fiscales, para informarse sobre elavance de las

mismas

g. Dirigir y supervisa[ la ejecución de los turnos, establecíendo comunicación

perñanente con sus auxil¡ares. El agente fiscal tiene la obl¡gac¡ón de realizar turnos, al

igual que los aux¡l¡ares f¡scales, y tiene la obl¡gación suplementaria de ¡nte enif

personalmente en las d¡ligencias graves (por ejemplo acudir a escenas de cr¡men en

casos de homic¡dio o asesinato, secuestro, etc.).

h. Atiende y resuelve las consultas de los auxiliares fiscales as¡gnados a su agencia

fiscal.
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\:L4¡r¡-:i. Eválúa el desempeño del personal de la agenc¡a fiscal bajo su cÍrtgo.

j. En caso de negligencia en la investigación de algún hecho por parte del auxiliar fiscal,

podrá designar a otro auxiliar fiscal para investigar, sin periu¡cio de med¡des

disciplinarias. lgualmente podrá asignar el caso a otro auxiliar por ex@so de trabajo o

deb¡do a la c{mplej¡dad del m¡smo.

k. Solicitar al fiscal de d¡strito o de secc¡ón la imposición de medidas disciplinarias

conlre sus auxiliares fiscales, cuando así proceda.

l. Ejerce la acc¡ón y persecución penal, por sl m¡smo, en los casos as¡gnados a su

mesa de trabaio, asl como la acción civil en los casos prev¡stos en la leY,

m. Solicita el apoyo, dirige y supervisa la ¡nvestigación de la Policía Nacional C¡v¡l en

loE casos que le sean asignados.

n. Coordina y dirige a los per¡tos de la D¡rección de lnvestigaciones Cr¡m¡nalisticas que

¡ntgrvengan en el anál¡sis y estud¡o de las pruebas y otros medios de convicción, como

parte de un proceso.

ñ. Asume personalmente el control de la investigación en los casos de mayor

relevanc¡á o complejidad. En cualqu¡er caso, el agente f¡scal esiá facultado para

realizar cualquiera de las funciones del auxil¡ar f¡scal.
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o. Redacla y plantea los escritos de acusación o de sol¡c¡tud de sobreseimientoYo-"¡ c¡
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clausura provis¡onal. Actúa durante el proced¡miento intermedio y el debate.

p. Plantea oportunamente los recursos frente a las resoluciones iudiciales que estime

contrarias a derecho.

q. Eierce la acc¡ón civ¡l en el pro@so penal, cuando eltitular de la accíón es incapaz y

qarezcs de reptesentación o cuando se le delegue su ejerc¡cio.

r. Reporta al oficial con funciones de registrador toda d¡ligenc¡a que practique o

notif¡cao¡ón que rec¡ba relacionada con los procesos a su cargo para su registro.

s. Al¡ende y rcsuelve consultas que le son planteadas por las partes procesales en

toÍno a fa investigación de los casos.

3.40.3 Auriliares fiscaleg

El Artículo 45 de la Ley Orgán¡ca del Ministerio Priblico, señalá que los Auxiliares

F¡scales asistirán a los F¡scales de Distr¡to, Fiscales de Sección y Agentes Fiscales-

Tienen como funciones generales la de ¡nvest¡gar y actuar durante el proced¡m¡ento

preparatorio. Pueden f¡rmar todas las peticiones y actuar en las aud¡encias que se den

en esta fuse del procedimiento. Cuando los Aux¡l¡ares Fiscales posean el lítulo de

abogado y notario podrán asist¡r e intervenir en el debate, acompañando al ,Agente

Fiscal
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Para ser auxiliar f¡sca¡ se requiere ser guatemalteco y al menos haber cerrado pensum

en la carera de Abogacía y Notariado. En el cumplimiento de sus funciones y

obl¡gáóiones, el auxil¡ar f¡scal debe:

a) D¡rÍge, coord¡na y controla la ¡nvestigación preparatoria en los delitos de acc¡Ón

pública y en aquellos que se requ¡era instancia de parte:

b) D¡rigir a la pol¡cía, investigadores y peritos. Solicitar al juez la aprehensión y la

apliceción de medidas de coerción.

c) Solicitar al juez: secuestros, allanamientos y otras medidas y solicitar al iuez la

práct¡ca de prueba ant¡c¡pada.

d) Entrevistar a los testigos y dirigir las d¡stintas dillgencias como inspección, registto,

seouestro, etc. Con la ayuda delof¡c¡al levantará las ac,tas respect¡vas.

e) Participa en el turno cuando de conformidad con el programa elaborado, le

corfesponda.

f) Acude a la primera declaración de imputado y a las audienc¡as que se den dentro del

proced¡miento preparator¡o.
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g) Realiza las d¡l¡gencias necesarias para lograr la desjudic¡alización,

los memoriales de pet¡ción necesarios.

h) Controla la actuación de la policía y demás fuer¿as de seguridad: Entre otras

funciones podÉ cónst¡tu¡rse en las dependencias polic¡ales y ver¡ficar la legalidad de

las detenciones real¡zadas o que én las m¡smas se respeten los derechos y garantías

de los imputados- Deberá ser d¡ligente en ev¡tar asimismo las detenc¡ones por faltas

Sin per.¡uic¡o de la acc¡ón penal que pud¡ese conesponder contra los efectivos

pol¡c¡ales por su conducta, en el caso de que la detención sea ilegal, deberá ordenar

6U ¡nmed¡ata libertad.

i) Vela porque no sean presentados a los medios de comunicación los detenidos, s¡n

autorizac¡ón de juez competente

i) Controla y asegura la cadena de custodia para ev¡tar viciar las evidencias recogidas'

k)Mant¡ene¡nformadopefiÓd¡camentealagenlef¡scalsobfelasd¡stintasdiligenciase

informa diariamente al oficial encargado del registro de casos sobre las diligencias

realizadas.

l) Goncluido el procedimiento prepaÉtor¡o, pone lo ac{uado a disposición del Agente

F¡scá|. Cuando sea requerido por el Agente Fiscal, podrá hacer un borrador del

memorial que corresponda.
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m) Asiste al Agente Fiscal en el proced¡miento intermedio y en la preparacióil&q,r:Z

desarrollo del debate, cuando ésle así lo requ¡era y la ley se lo pemita.

Lo ¡nteresante del aux¡liar fiscal como órgano del Ministerio Público, es que, s¡n ser

ebogados colegiados act¡vos, en su mayoría, éjercen funciones idént¡cas a las de un

abogado, al estar presentes en todas las aud¡encias de la etapa preparator¡a, tales

como la primera declaración del s¡nd¡cado, o donde se vent¡lan solic¡tudes tales como,

la refotma del auto de procesam¡ento, o b¡en la rcv¡sión de la medida de coerción, o

donde se conocen solic¡tudes de devolución de bienes muebles, etc. Estos

funcionaíos del M¡nisterio Público, en v¡rtud de su cargo, ejercer la acc¡ón penal en

estas aud¡ehc¡as y en toda la etapa preparatoria, de manera independiente y

autónoma, aún sin ser abogados coleg¡ados act¡vos, es decir, son un caso especial de

abogado sai genens, porque aunque no ostente ese título, l¡tigan en nombre del ente

acusador en la etapa preparatoria, por escrito o b¡en de manerá oral en las audienc¡as.

Por otro lado, el fenómeno iurídico ob.¡eto de esta ¡nvestigación, conocido como juntas

conciliator¡as en sede fiscal, es un mecan¡smo que los aux¡l¡ares fscales han

implementado, con anuencia de los agentes fiscales, a través del cual, convocan o

citan a la vict¡ma o agraviado dentro del proceso penal, con el presunto s¡nd¡cado, para

dirimir en una audiencia ante sus ofic¡os, la controvers¡a que motiva el proceso penal,

en del¡tos cuya pena de pr¡sión no supere los c¡nco años, o b¡en que sea de acción

pública dependiente de ¡nstancia particular, para discut¡r la posib¡lidad de que el

sindicado s€ haga cargo, de la reparación de los daños emergentes provocados por el

delito, asl como de los perjuicios, verif¡cando en ese sentido, si también la víctima o
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agraviado, se conforma con el acuerdo de reparación o pago al que se

renunc¡ando a la acción penal y civil que pud¡ere corresponderle, y por lo tanto,

solicilando al juez contralor de la investigación, el sobreseimiento, o el arch¡vo de la

causa, según sea el caso, de que la m¡sma este o no, sometida a controljurisdiccional.

Si la denuncia aún no se encuentra bajo control jurisdicc¡onal el ente invesligador

solicitia el archivo, pero si la m¡sma, está bajo controliudicial y el sindicado está l¡gado a

proceso, entonces sol¡cita el sobrese¡m¡ento.

Guafemala es uno de los países de América Latina, cuyas reformas al código p[ocesal

penal dio paso a la creación del M¡n¡ster¡o Público, como enfe encargado de la

per6ecución penal en representación del Estado. Hay que considerar que uno de los

principales componentes de la reforma al sistema de enjuiciamiento criminal en

Guatemala, es precisamente la creación del Ministerio Públ¡m, su conf¡gurac¡ón es de

acuerdo al rol y func¡ones especff¡cas requeridas por el nuevo modelo procesal penal.

Sin embargo pese e los esfuerzos políticos, técnicos, legislativos y de soporte que

s¡gnif¡ca la reconf¡gurac¡ón de d¡cha ¡nstituc¡ón no ha sido acompañado de estudios

serios, ni por una reflex¡ón académica que permita fundamentar adecuadamente los

cambios para que la institución real¡ce sus funciones de manera ef¡ciente y alcance sus

objetivos de justicia. El Ministerio Público, actualmente es una ¡nstitución acerca de la

cual poco se sabe, sobre la que no se ha estudiado, que no tiene perfil político propio

y que genera desc¡nfianza en Ios ciudadanos, qu¡enes cr¡t¡can sedamente los

resultados de las acf¡v¡dades realizadas por éste. Es prev¡s¡ble que la situac¡ón

añter¡ormente descr¡ta afecta la capacidad del Min¡sterio Público para el cumplimiento
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de los objetivos que justifican su reforma, lo que es negat¡vo no sólo para la}(',.'

conseeuencias que tienen para la reconfiguración de esta institución sino porque pone

en riesgo el éxito del proceso de reforma de la justicia crim¡nal en conjunto.

Realizando un análisis adecuado sobre le Ministerio Público en Guatemala, podemos

observar que una de las preocupaciones centrales dentro de los sectores sociales y de

todos equellos inmersos en la administración de justicia, es en relac¡ón s su

reconfgutac¡ón, en el contexto de la reforma procesal penal y su ubicación a nivel

institucional Este planleamiento nos lleva a creer que la pos¡c¡ón de la ¡nst¡tución en el

marco tradicional del Estado y, particularmente, la conveniencia de situar al Ministefio

Públ¡co en una forma autónoma y no supeditada al poder ejecut¡vo mmo un Órgano

independiente, es dec¡r, supuestamente autónomo.

A pesar de la ¡mportancia y la utilidad que ha tenido la creác¡ón del Ministério Público, y

su configu€ción dentro del nuevo sistema procesal penal, en algunas oportunidades ha

existido discusión extremadamente teórica en cuanto a su ubicación ¡nst¡tucional, lo

cuel he ido perdiendo conexión con los problemas prácticos como ¡nst¡tuc¡ón, que

ehfrenia para consolidar como modélo de la reforma.

La realidad en la cual se inició el debate acerca de la ub¡cac¡ón institucional del

Ministerio Prlblico, en las primeras elapas de su creación y su desanollo por la reforma,

fue naturalmente d¡scut¡r los aspectos más estructurales de su diseño en la nueva

¡nst¡tuc¡ón del proceso penal, desde el punto de vista del d¡seño político, el tema

principal fue el de la ubicación institucional.



En cuanto a la ub¡cac¡ón del M¡n¡sterio Públ¡co en Guatemala; el Jefe del Ministerio

Públ¡co, es un func¡onario que según la normativa legal es una persona qué depende

del Orgánismo Ejecut¡vo por las s¡guientes razones: S¡ bien es cierto que es propuesto

por la comisión de postulación, es el Pres¡dente de la Repúbl¡cá quien lo elige; esta

propuesta fue seguramente con el objeto de evitar las influencias políticas por parte del

ejeoutivo, sin émbargo s¡empre se da. Asimismo, según el artículo 14 de la ley

orgánica del Ministerio Público, el Presidente de la República lo pude remover, por

causa ju6ta debidamente establecida; entendiéndose por causa justa la comis¡ón de un

delito doloso durante el ejercicio de su func¡ón, por el cual se le haya condenado en

iuicio y por el mal desempeño de las obligaciones de su cárgo.

Será suspendido de sus funciones previa declaratoria que a lugar en anteju¡cio en su

contra, pare que se procede conforme la ley. Uno de los oblet¡vos de mayor enfoque

de la reforma de la justic¡a criminal en Guatemala, es el reemplazo total del sistema

inquisitivo por uno de corte acusatorio, ello en cuanto a garantizar a los ciudadanos los

derechos inherentes a la persona y a un debido proceso, const¡tucionalmente

establec¡dos; en ese sentido, la adopc¡ón pot parte de Guatemala, de un sistema de

frenos y contrapesos en cuanto a la administrac¡ón de justic¡a, busca la garantía del

regpelo de los derechos humanos de todas aquellas personas que se ven inmersas

déntro d6l proceso penal.

El nuevo s¡stema opera en base a la idea de que una institución fuerte, estará a cargo

de la conducción de la ¡nvest¡gación, de formular los cargos en contra de los acusados
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esté capacitado para cumplir con estos importantes roles es impensable concebir el

nu6vo s¡stema pro@sal penal funcionando adecuadamente.

El Ministerio Público es una institución clave para meiorar las capacidades del sietema

de justicia, en este aspec'to es def¡ciente el modelo ¡nquisitivo; ya que este sistema

está disef¡ado para perseguir la criminalidad en una sociedad mucho más atrasada. El

nuevo mode¡o pot el contrario réquiere tener mayor nivel de efcienc¡a invesligativa que

le permita al sistema conocer y sancionara la cr¡minalidad moderna y, ello depende en

buena med¡da de la ef¡c¡enc¡a con que el Ministerio Público sea capaz de dinamizar el

prooe6o de ¡nvest¡gac¡ón crim¡nal, por la vía de su mayor flex¡b¡lidad, conocimientos

especializados, capacidad para trabajar en equipos mullid¡scipl¡narios, cootd¡nar

eficientemente el trabaio policla y capacidad de priorizar aquellos casos de alto

impacto de los que pueden ser resuéltos mediante la apl¡cación de mecanismog

alternativos de resolución de confl¡ctos que le permitan al M¡n¡sterio Público, no sólo

opt¡m¡zar los fecufsos con que cuenta, sino realizar de manera efic¡ente las

atribuciones que le ha conferido la ley.
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CAPíTULO IV

4. Viglación al pr¡nc¡p¡o de legalídad proeesal, po¡ las juntas

celebradas en la F¡scalfa D¡st¡itál de Cobán, Alta Verapaz
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concil¡ator¡as

4.1 Gonsideraciones preliminares

De acuerdo con el actual Código Procesal Civil y Mercantil, ex¡sten dos clases de

iu¡c¡o6 ejecutivos a saber:

a. Eljuicio ejecutivo común; y

b. El ju¡c¡o ejecut¡vo en la vía de apremio.

EL Codigo Procesal Civil y Mercanlil, en el Artículo 294 estipula que es procedénte el

juioio ejecutivo en la vía de apremio cuando se pida en v¡rtud de los s¡gu¡entes titulos,

s¡empre que traiga aperejada la obligación de pagar cantidad de dinero líqu¡da y

ex¡gible:

r Sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada;

. Laudo arbitral no pendiente de recurso de casac¡ón;

. Créditoshipotecarios;

83



r,.$-14\
{i; glcFrMr¡ :E

Y.l 
")\3'r-u

. Bonó6 o cédulas hipotecarias y sus cupones;

. Créd¡tos pÍendar¡os;

. Transacción célebrada en escr¡tura pública; y

' Convenio celebrado en juic¡o.

En el juicio ejecutivo común conforme al Artículo 327

Mercantil los tÍtulos ejecut¡vos son:

del Cód¡go Procesal C¡vil y

. Los test¡monios de las escr¡turas públicasi

La confes¡ón del deudor prestada jud¡c¡almente; así como la confesión ficla

ouando hubiere princ¡p¡o de pruaba por escr¡to;

Documentos pr¡vados suscr¡tos por el obl¡gado o por su represenEnte y

conocidos o que se tengan por reconocidos ante iuez competente, de acuerdo

con lo d¡spuesto en los Artículos 98 y 184; y los documentos privados con

legalización notarial;
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Los teslimonios de las actas de protocolación de protestos de

mercantiles y bancarios, o los prop¡os documenlos s¡ no fuere

necesario el protesto;

Acta notarial en la que conste el saldo que existiere en contra del deudor,

acuerdo con los l¡bros de contab¡l¡dad llevados en forma legal;

Las pólizas de seguros, de ahorto y de f¡anzas, y los titulos de capitalización.

que sean expedidos por entidades legalmente autor¡zadas para operar en el

pals; y

. Toda clase de documentos que por dispos¡ciones especiales tengan fuerz3

ejecutiva.

Ellítulo ejecul¡vo es un elemento const¡tutivo de la acción; és la prueba documental del

créd¡to. Es elque trae aparejada eiecuc¡ón; es una condic¡ón requer¡da para elejercicio

de la acc¡ón.

De lo anterior se desprende que al momento de ejecutar un tltulo ejecut¡vo, el

contenido de la aoción, es decir, la pretensión, está fundamentada en ellitulo m¡smo, lo

que ind¡ca el protagonismo del iítulo en s¡ m¡smo, dentro de esta clase de procesos.

de
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ejeculados.

La aplicación absoluta del principio de legalidad procesal es de real¡zación imposible y

por ello, frenle al reconocimiento de la impos¡bil¡dad material de perseguir todog los

del¡tos, surge en Aleman¡a el Pr¡ncipio de oportun¡dad, según el cual, cuando se toma

conocimiento de hechos punibles puede no ¡niciarse o suspenderse la persecuciÓn

penal por diversas razones.

El principio de oportunidad, que en cierta foma es la antítes¡s del principio de legalidad,

"es aquél por el cual se concede al Ministerio Público la facultad de perseguir o no

hechos que se encuentren determinadas, situac¡ones expresamenie previstas por la

Ley, que afectan al hecho mismo, a las personas a las que se les pueda imputar o a la

¡elac¡ón de éstas con otras personas o hechos.'

Es decir; al ser la excepción al pr¡ncipio de legalidad, ya que en detetminados casos,

previstoEporelleg¡slador,serelevadeesaobligaciónjuridicaalM¡n¡sterioPúblico'

qu¡en se abstiene de ejercitar la acción penal que le corresponde.

Le conciliación en materia penal ha sido recomendada desde 1985 por la Asamblea

ceneral de la Nac¡ones Unidas, en la Declarac¡ón sobre los pr¡ncip¡os fundamentales

de justic¡a para las víct¡mas de delito y del abuso de poder, al disponer formalmente lo

siguiente: "Se utilizarán, cuando proceda, mecan¡smos oficiosos para la sÓluc¡ón de lgs

controversias, incluidos la mediac¡ón, el arbikaje y las prácticas de justicia
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consuetudinaria o autóctonas, a fin de facilitar la conciliac¡ón y la reparación a

las víct¡mas.

A míz de los Acuerdos de Paz, suscritos entre el Gobierno de la República de

Guetemala, y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca -URNG- , sutge la

creac¡ón Unidad Alternat¡va de Resoluc¡ón Conflictos, que coordina el Cenlro Piloto de

Mediación y Conciliación del Organismo Judicial y demás Centros de Mediac¡ón y

Conc¡l¡ac¡ón y como del Programa de Modern¡zación del Organismo Judic¡al y

Forialeoim¡enlo del Sector Justicia, como producto de precisamente de los Acuerdos de

paz anles mencionados, lo cuales incluyen la apertura y aplicac¡ón de mecan¡smos

alternativos de resolución de conflictos que están regulados en el Acuerdo de Paz

número 21-98 y en su Reglamento, el Acuerdo 22-98, ambos de la corte suprema dé

Juslicia, que regula la integración, funcionamiento y procedimiento de los Centros de

Mediación y conciliación, con el ún¡co fin de descargar trabajo al sector justic¡a y a la

vez que se alcance una justicia pronta y cumplida.

Si nos referimos a la conciliación es un procedim¡ento con una serie de etapas, a

través de las cuales las personas que se encuentran involucradas en un conflicto

desist¡ble, lrans¡gible o determ¡nado como concil¡able por la ley, encuentran la manera

de resolverlo a través de un acuerdo sat¡sfaclorio para ambas partes. Además de las

personas en conflicto, esta figura involucra también a un tercero neutral e imparcial

llamado conc¡l¡ador que actúa, siempre hab¡litado por las partes, fac¡l¡tando el diálogo

entre ellas y promoviendo fórmulas de acuerdo que permitan llegar a soluc¡ones para

ambas partes. Desde una perspectiva d¡ferente, además de ser un proced¡m¡ento, la
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concil¡ación es un acto jurídico en el cual intervienen su.ietos con capacidad juridica)'lq¡¡:''l

d¡st¡ntos intereses y en donde su consentimiento y voluntad están d¡r¡g¡dos

d¡rectamente a dar por terminada una obl¡gación o una relac¡ón .iurldica, a modificar un

acuerdo existente o a crear s¡tuaciones o relaciones iurídicas nuevas que beneficien a

ambas paries.

De esta manera, la vis¡ón de la conciliación como institución jurídica la enmarca dentro

de una nueva forma de terminac¡ón de procesos judic¡ales que actúa con

independencia y autonomía de este trámite y que consiste en intentar ante un tercero

neutral un acuerdo am¡gable que puede dar pot terminadas las d¡ferencias que se

preséntan. Se constituye así esta f¡gura en un acto juríd¡co, por med¡o del cual las

partes en confl¡cto se someten antes de un proceso o en el transcurso de é1, a un

tram¡te oonoiliator¡o con la ayuda de un tercero neutral y calificado que puede ser el

juez, otro funcionario público o un parl¡cular a fin de que se llegue a un acuerdo que

tendÉ los efeotos de cosa iuzgada y presiará mérito eiecutivo.

Es importante detenerse en los efectos del acuerdo conc¡liator¡o con el fin de hacer

claridad sobre sus alcances: en primer lugar, el acta de conciliac¡ón hace tránsito a

cosa juzgada, es decir que los acuerdos adelantados ante los respectivos conciliadores

habilitados por ley, aseguran que lo consignado en ellos no sea de nuevo objeto de

debate a lravés de un proceso judicial o de otro mecanismo altemat¡vo de soluc¡Ón de

confictos. El efecto mencionado busca darle certidumbre al derecho y proteger a

ambas parteo de una nueva acc¡ón o una nueva sentencia, es la tenovación de la

autoridad del acuerdo conciliatorio que altener la faculiad de no volver a ser objeto de



discusión, anula todos los medios de impugnación que puedan modificár lo esta

en é1,

En general la oonc¡l¡ación se presenta como una oportunidad que la ley otorga a las

pa¡tes para que restablezcan sus ánimos a través de una figura que puede ser de

carácter judicial o extrajudicial y a la que voluntariamente se someten a ralz de un

conflicto con el f¡n de darle existencia á un acto siempre que los derechos sean

suscept¡bles de transacción, desistimiento o conciliac¡ón.

El pmblema al que se enfrenta es que, las actas de juntas conc¡l¡atorias celebradas pot

el Ministerio Públ¡co para resolver las controverslas o confl¡ctos provocados por la

existencia de hechos punibles, a través de la mediación o de la conc¡l¡ac¡ón en sede

f¡scsl, ante los oficios de los auxiliares f¡scales, no encuadran como títulos ejécutivos n¡

de la vía ejecut¡va común, n¡ en la vía de apremio, de acuerdo a los Articulos 294 y 327

del Código Procesal Civil y Mercantil. Actualmente en la Fiscalia Distrital de Alta

Verapaz un alto porcentaje de casos son resueltos med¡ante conven¡os celebrados en

juntas oonciliator¡as los que, luégo se faccionan las actas respectivas. No es posible

encuadmr tales actos con alguno de los diferentes tipos de título ejecut¡vo, por lo que,

el arreglo que pactan el agraviado y el sindicado, carece de fueza ejecut¡va.

Lo anterior provoca un serio problema cuando el resarcimiento de los daños

emergentes del del¡to es pactado a plazos, en mensual¡dades o cuotas para ser

pagadas en feohas determinadas, porque al momento del incumpl¡miento de lo

convenido, los agraviados quedan desproteg¡dos y las actas donde se ha@n constar
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e6os conven¡os no t¡enen fuerza ejecut¡va. Añadiendo a lo anterior, que en e5¿5 ¿qt¿5, \jrl

en vinud de¡ aneglo arÍbado, las víct¡mas siempre renuncian a la acc¡ón penal a favor

de los sindicados y entonces el Min¡ster¡o Público a través de sus funcionar¡os sol¡citan

el sobreseimiento, el archivo o la desest¡mac¡ón de la causa según sea elcaso.

En su mayoría se ha detectado que la víclima más pref¡eré que se le ¡ndemnice el

daño ocasionado que gometef sus ¡ntereses a un extenso proceso penal en el que se

arriesgaria a quedar en un estado de indefensión al no poderse demostrar el hecho

denunciado y el sindicado siempre estará incl¡nado a resolver sus problemas legales

sin la real¡zación de un iuicio formal, por lo cual ambos ¡ntereses son considerados

similares, la vlctima por su lado pretende la reparación aunque ésta no sea ¡ntegral y el

s¡ndicado el no somet¡miento al proceso penal formal.

En ese sentido, debe cons¡derarse tamb¡én que la persona en calidad de vict¡ma tiene

todo el derecho a oometer gus problemas ante peGonas que le merezcan confianza y

s¡ son part¡cularcs, ello no le resta la potestad al Estado de intervenir al no resolverse el

confl¡ctoi pero en el caso que se resuelva se le evita desgaste y sufrim¡enlo de loda

índole que inclusive alóanza al sindicado, quien también como ser humano, merece

que sus conflictos se resuelvan en el menor t¡empo posible. Ante ello, solicitan que sea

el M¡nisterjo Público el que cite de inmed¡alo al denunciado para ¡ntenlar soluc¡onar el

problema
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'ilgl,'4.2 V¡olación al Añ¡culo 3 del Cód¡go Procesrl Penal

El Artículo 3 del Codigo Procesal Penal ¡ndica:

"Los tribunales y los sujetos procesales no podrán variar las formas del proceso, n¡ la

de sus diligencias o inc¡denc¡as."

El contenido de este artículo es conoc¡do como principio de imperalividad, que

señala la obl¡gatoriedad para todos los sujetos procesales, (fiscales, jueces, abogados

defunsores, querellantes, actores civiles, etc.) respeten las fomas del proceso y los

trámítes señalados en la ley adjetiva penal imperante. Lo anterior significa que ninguño

de los parlÍc¡pes en el proceso penal puede arrogarse el derecho de cambiar algún

tám¡te o procedim¡ento legal en materia procesal penal-

Lo antes desorito, tamb¡én implica que no pueden creaGe ¡guras procesales por

analogia.

En virtud de lo anter¡or, se conf¡rma que él Ministerio Público, por mandato

const¡tuc¡onal debe velar "por el estr¡cto cumplim¡ento de las leyes del pals" según el

Anículo 251 de la Carta Magna, es el suieto procesal que en primer lugar viola el

princ¡pio de ¡mperatividad y de esta manera desnaluraliza su función.

Como ya ge vio el Min¡ster¡o Públ¡co es una ¡nstituc¡ón auxil¡ar de la adm¡n¡slración

pública y de los tribunales encargada, según la Constituc¡ón Política de la Repúblioa, el
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Cód¡go Prooesal Penaly la Ley Orgán¡ca que rige su func¡onamiento, delejercicio de la

acción penal pública, así como de la ¡nvestigación preliminar para preparar el ejerc¡c¡o

de la aoción penal prlblica. A estos efectos, también tiene pos¡bilidades de ejercer

coerción sobte las personas para poder cumplir con esta func¡ón y dirige a la policia en

ouanto a la invest¡gación del delito se refiereóe.

Es decir, las func¡ones del Ministerio Público son:

Velar por el estricto cumplimiento de las leyes del país;

Ejercer la acción penal públ¡ca;

Realizar la ¡nvestigación de los delitos:

Ejercer coerción sobre las personas para cumplir con su función; y

D¡rig¡r a la policfa en lo que a investigac¡ón criminal se ref¡ere.

Eg év¡déntg entonces, que celebrar juntas conciliatorias no es una de las funciones del

Ministerio Público, ni por mandato legal, ni en cuanto al espíritu peBegu¡dor e

investigador que en esta institución impera, ni por mandato legal.

Obviamente el proceso penal tiene por f¡nalidad inmediata la averiguac¡ón,

determ¡nación y valorac¡ón de hechos delictivos, el establec¡m¡ento, en sentenc¡a de la

participaoión del imputado y la determinac¡ón de su responsabilidad y la pena que le

conesponde así como la ejecución de la misma. Estos son los fnes inmed¡atos del

procéso que regula el artícu'o 5 del Cód¡go Procesal Penal.

a.

b.

c_

d.

e-

* oo. c¡t. P¿g. 31.

92



í:!ll ¡,.,

?,". 
- 

e"i

k'*.,.:'

En la forma med¡ata el pro@so penal busca la actuación de la ley pam lograr el f¡n

supremo de justicia y paz soc¡al. Precisamente este fin permite referirnos al proceso

penal moderno como un mecanismo de redefinición de conflictos individuales o

soc¡ales causados por hechos delictivos, lo que faculta implementar en ciertos casos,

salidas diferentes a la de la pena para restaurar la tutela de b¡enes jurídic¡s y la

convivenc¡s. Circunstancia que de ninguna manera afecta el hecho de que el proceso

penal éE el med¡o exclusivo para determinar la com¡sión de delitos y faltas e ¡mponer

penas. La imparcialidad consiste én la cualidad subjetiva del juzgador que le permite

conocer de un caso específico por la falta de vinculación con las partes y los ¡nterés en

juego. Pero el Juez no es un sujeto procesal neutro, está del lado de la justicia y su

larea es alcanzarla en sus decisiones.

Ahom bien, si es ilegal que el ente invest¡gador celebre juntas conc¡l¡atorias y varía de

esa manera el Mini6ter¡o Público las formas del proceso, ¿queda exenta la conciliación

pam resolver confliotos crim¡nosos? de ninguna manera.

La ley proc,esal penal, efect¡vamente contempla la concil¡ac¡ón pero tal y como se

desafl'ollara a cont¡nuac¡ón.

El Cód¡go Procesal Penal, contempla dos fotmas de celebrar una reunión entre la

victima y el s¡nd¡cádo para resolver la controveF¡a or¡ginada por la ocurrencia de un

hecho delictivo. Éstas son en la mediación y en el criter¡o de oportunidad. Ambas

f¡guras procesales son conoc¡das como medidas desjud¡cializadoras o mecan¡smos
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alternativos al procedimiento común, porque a través de las mismas se evita

ex¡stencia de una sentencia y del debate oral. Estas med¡das han sido def¡nidas así:

Para Ana Marla Silva las medidas desjudicializadoras son'Mecanismos de Resolución

de conflictos de ¡nteÉs, que permiten la reparac¡ón del daño causado por las

consecuencias de la conducta susceptible de ser incr¡minada por la ley penal y que

excluyen el caso concreto, de la esfera del eniuiciamiento criminaldo.

En los artículos del 24 al 31 del Código Procesal Penal, en@ntramos lo que en

Guatemala conocemos como desiud¡c¡alizac¡ón, ¡nstitución en la que por su naturaleza

pueden ubicarse el criterio de oportunidad, la conversión, la mediación y la suspensiÓn

condicional de la persecución penal.

El Ministerio Público de acuerdo con el princ¡pio de legal¡dad establec¡do en nueslto

código, puede disponer de la acción penal pública ( abstenerse párálizar, transfer¡rla o

graduada).

De acuerdo con Mario Oderigo las medidas desjudicializadoras son "Med¡os de

simplificac¡ón del proc€d¡miento penal, que evitan la ruta procesal hacía una sentenc¡á

absolutor¡a o condenatoria"4l.

{ 
Silva, Ana Marla. La aglioación del p.ocod¡miento abrev¡ado. Pág. 7.

ar Oderiso, Mario A. Leccioneo do dergcho procesal. Pág. 125.
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La tramitac¡ón de las medidas desiudicialización debe hacerse conforme a

pr¡ncip¡os del sistema acusatorio, en aud¡encia orales y públ¡cas, practicadas con la

eslricta ¡nmediac¡ón del Juez. Los Jueces deben atender y dec¡d¡r directa y

peFonalmente los asuntos sometidos a su conocim¡ento, a continuac¡ón de las

solicitudes orales planteadas por las partes, los que impl¡ca la transformación radlcalde

la of¡cina judic¡al, que deberá tener espacios para que los sujetos procesales pueden

desenvolverse, abiertos al público.

Hernando Londoño Jiménez def¡ne las Med¡das Desjudicializadoras como "Ahernativas

el procedim¡ento común, que buscan resolver el confl¡cto de ¡nterés provocado pot la

inffacc¡ón penal, reparando el daño provocado a la víct¡ma y ev¡tando al sindicado el

somelimiento al procedimiento penal común'a2.

De lodo lo anter¡or,6e deGprende que el fin de las med¡das desiudicializadoras o

meoanismo alternos de salida al procedimiento común, es el de, descongest¡onar los

tribunales de justicia y evitar que se dicte una sentencia de carácter condenatorio o

abso[rtorio, dándole una ruta de salida distinta al proceso penal, en espec¡al,

fundamentada en la reparación de los daños emergentes y perju¡cios provocados por

los d¡ferentes hechos punibles.

{¿ Loñdoñó J¡méne2, Hemándo. TEtado de derscho
ecé¡6ñes y 3u¡etos procósales, Tomo l. Pá9. '115.
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Por todo lo anterior, pueden haber juntas conc¡liatorias, entendiendo estás comó

reunión de la víctima o agraviado, con el presunto sindicado, solamente dentro de

mecanismos allefnos de sal¡da al proceso común siguientes:

. La mediación

. El criterio de oportunidad.

Como característica de la ley procesal penal en Guatemala, es un med¡o para expulsar

la estructura burocrática de los tribunales de just¡cia, para así resolver rápidamente y

de menera sencilla ciertos casos penales, porque no t¡ene sentido agotar lodas las

fases del juzgamienlo en asuntos de menor ¡mpac{o social, a efecto que el proceso

ord¡r¡ario se dirüa a resolver aquellos casos en los que la estructura de la paz soc¡al se

ha visto gravemente afectada. Esta característica es resultado de la teoría de la

tip¡cidad relevante que obliga al Estado a perseguir prioritar¡amente los hechos

delictivos que producen impacto soc¡al, cuya teoría nació por el replanteam¡ento de las

teorías del derecho penal sustanlivo referentes a los delitos públ¡cos, ya que

materialmente es imposible atender todos los casos por igual y de ello reEulta

necesario priorizarlos-
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4.3 La mEd¡ación

Con respecto a esta medida simpl¡f¡cadora o desjudicial¡zadora, las Partes, sólo de

común acuerdo, en los del¡tos de acción públ¡ca dependiente de ¡nstancia particular, en

los de acción privada, así como aquel¡os en los que proceda la aplicación del criterio

de oportunidad, con la aprobación del Min¡sterio Ptlblim o del sínd¡co municipal, podrán

someter sus conf¡¡ctos penales al conoc¡miento de centros de concil¡ación o med¡ac¡ón

registrados por la Corte Suprema de Just¡cia, a través de los juzgados de primera

instancia penal correspondientes. Estos centros de concil¡ac¡ón o mediación deberán

ser integrados por personas idóneas, nativas de la comunidad o en su caso baio la

direoción de abogado coleg¡ado, capaces de fac¡l¡tar acuerdos y una vez obtenidos los

mismos, se trasladará un acta suc¡nta al juez de paz para su homologación, siempre

que no v¡ole la Constituc¡ón Política de la Repúbl¡ca de Guatemala, así como tratados

internac¡onales en mater¡a de derechos humanos, para lo que será suficienfe un

decreto jud¡c¡al para darle valor de título ejecul¡vo al convenio suscrito, sufioiente para

la acc¡ón civ¡|, en caso de ¡ncumplim¡enlo.

Uno de los obietivos bás¡cos es lograr que prevalezca el d¡álogo. El problema que

plahtea un confl¡cto res¡de en que se mueve por un lado la oposición ciega, el odio y el

án¡mo de venganza y por ol otro lado, la renunc¡a del derechos. Las dos posturas son

de consocuencia graves, puesto que son fuente de v¡olencia o resentimiento.

La med¡ación busoa la racionalizac¡ón plena del conflicto, y se basa en el diálogo crítico

entre las partes, sobré la base de la ¡gualdad entre las partes, o de crear las
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condiciones para que éste ocurra, busca que los ¡nterlocutores ¡ntercambiBq;.*,,. (:

argumentos para una solución y cuando ésta se revele como imposible, se procura el

acuerdo para una regulac¡ón justa. Parte de esta f¡gura de que las personas en

conflicto lienen sus propios intereses, tamb¡én el ¡nterés común de la conciliación o de

la convivencia por lo que es fact¡ble suponer que la contradicción los lleve a enconlrar

una prem¡sa que supere el conflicto de manera satisfactoda para ambos.

El ¡mputado y el agraviado por un hecho del¡ctivo no grave podrán recurrir a la

mediac¡ón en los del¡tos en que procede el cr¡terio oportun¡dad, con la aprobación del

Ministerio Público y en los delitos de instancia part¡cular y de acción pr¡vada; la que

podrán pracl¡car los iueces, la autor¡dades reconocidas por la comunidad o centros

espe6ializados.

Los conven¡os celebrados tendrán val¡dez s¡empre que no violen la Constituc¡ón

Polít¡ca de la República v los Derechos Humanos, establec¡dos en tmlados

internacionales. La mediación constituye una técn¡ca de solución de confl¡ctos

extraprocesales que busca en ciertos cásos, facilitar la solución de c¡ertos problemas

que el Derecho Procesal Penal pasan por la seguridad de los b¡enes juríd¡cos y el pago

de los daños y periuic¡os que coadyuvan a impedir el saturamiento de los órganos

eslatales de justic¡a, que de esa manera pueden dirigir a los casos de mayor

tranBoendenc¡a soc¡al.

La mediac¡ón t¡ene las carac'teríst¡cas siguientes:
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Debe existir voluntad entre las partes (autor y vfclima).

lgualdad entre las partes (autor y víct¡ma).

Su propós¡to es la repamciÓn del daño causado.

El incumpl¡miento del convenio es suscept¡ble de ser ejecutado en la vía c¡vil-

4.¡1 El c¡iter¡o de oportunidsd

Es la facullad que t¡ene el Min¡sterio Público' bajo el control deliuez, de abstenerse de

ejercer la acción penal debido a su escasa trascendencia soc¡al o min¡ma afectación al

bien jurÍdico proteg¡do, a las circunstanc¡as especiales en la responsabilidad del

s¡ndicado o cuando el imputado sufre las consecuencias de un del¡to culposo'

El C¡¡tér¡o de Opórtun¡dad, es una institución procesal, básica para la rápida resolución

de conflictos, de manera distinta a la sanc¡ón penal, parte de que el M¡n¡sterio Público

está faouliado para abstenerse de e.iercitar la acción penal Dada la existencia de

ciertas circunstancias y cond¡ciones, un hecho calificado como del¡to, carece de

impacto soc¡al y produce mayores beneficios y satisfacción a la sociedad un arraglo

entres las pertes ¡nvolucradas en elconflicto, que la impos¡c¡ón de una pena

En general, esta figura Procesal funciona cuando ha cesado la amenaza del bien

jurídico tutelado o la les¡ón ha s¡do reparada y satisfechos los daños provocados o

existen acuerdos al respecto, o b¡en los valores de la sociedad se ha asegurado'
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Como excepción se podrá apl¡car el cr¡tedo de oportunidad a favor de cómplices y

encubridores de hechos del¡ctuosos que presten declaración ef¡caz contra los autores

de delitos. La decis¡ón de ¡ntroducir esta figura de éxito del s¡stema anglosajón se debe

a la necesidad de ¡mplementar mecan¡smos que permiten enfrentar una del¡ncuencia

cada vez más organizada y compleja. La condición es que la informac¡ón contr¡buya a

determ¡nar la responsabilidad penal de los autores de del¡tos graves a que se refere el

Artículo 25 numeral 6 del Código Procesal Penal.

La decisión del fiscal de abstenerse de ejercer la acc¡ón penal, requiere de aprobación

del Juez competente, quien además debe dirigir y aprobar, de ocurrir, la conc¡l¡ación

entre las partes.

Al ex¡g¡r el legislador la autor¡zación judicial para la aprobación del cr¡ter¡o de

oportunidad se obliga el funcionamiento de Ios tribunales de iusticia bajo formas

pfop¡as del sistema acusatorio.

Conoc¡dos los hechos y como resultado de la comun¡cac¡ón entre las partes y de sus

solicitudes y reclamaciones, del diálogo pueden surgir la pos¡bilidad de aplicar un

criterio de oportunidad. Una vez ocurrido el acuerdo, elf¡scal requerúá la aplicac¡ón del

mismo, y el Juez dictará la resoluc¡ón que corresponda, oÍdenando, s¡ aprueba el

requer¡miento del órgano acusador, el arch¡vo del proceso durante un año, al

vencimiento del cual se ext¡nguirá la acción penal y d¡ctará sobrese¡miento def¡n¡t¡vo.
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El Decreto 79-97 reformó el rég¡men del Criter¡o de Oportunidad, modif¡cando eF<!t,.1

Anlculo 25 Código Procesal Penal y creando los Artículos 25 b¡s., 25 ter., 25 quáter y

25 quinquies.

De acuerdo con el Articulo 25 del Código Procesal Penal se podrá apl¡car el cr¡ter¡o de

oportunidad, cuando no exista afeclación o amenaza grave al interés público y a la

segur¡dad ciudadana, y se trate de delitos no sancionados con pena de pris¡ón; delitos

perseguibles por ¡nstancia particular y por delitos de acción pública, cuya pena máxima

de prisión no fuere superior a cinco años, que la responsabilidad del sindicado o su

conlribuoión a la perpetración del delito sea minima, que el ¡nculpado haya s¡do

afectado directa y gravemente por las consecuencias de un del¡to culposo y la pena

tegulte ¡naprop¡áda. Además deberá ser aplicado el criterio de oportuñidad

obl¡gadamenle por los iueces de primera instancia a los cómplices o auto¡es del delito

de encubrim¡enlo que presten declaración eficaz contra los autores de los delitos eontra

¡a salud, defraudac¡ón, contrabando, delitos contra la hacienda pública' la economía

nacional, la seguridad del Estado, contra la Constitución, contra el orden público, contra

la ttanqu¡l¡dad soc¡al, cohecho, peculado y negociac¡ones ilíc¡tas, así como en los casog

de plagio o secuestro. Luego habrá que acud¡r al CÓdigo Penal para determinar s¡ el

máximo de la pena a imponer para el t¡po penal aplicable, supera o no los c¡nco años.

Este análisis deberá hacerse tomando en cuenta el coniunto del articulado del Código

Penal y no sólo el tipo básico del delito que se anal¡za. El er¡ter¡o de oportunidad

deberá ser sol¡citado por quien corresponde según la ley, previo consentimiento del

agraviado y autorización judicial para que el Ministerio Públ¡co se abstenga de eiercitar

la acc¡ón penal respectiva.
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Es requis¡to indispensable para aplicar la med¡da desiudic¡al¡zadora del criterio de

oportunidad que el agrav¡ado preste su consentimiento, para ello el fiscal debe reál¡zar

una tarea de convencimiento a la víctima, haciéndole ver qle posiblemente salga más

beneficiada con la aplicación del cr¡ter¡o de oportunidad, que si se sigue proceso conlra

el imputado por el procedim¡ento común. En aquellos casos en los cualós el agráv¡ado

sea la soc¡edad, se ent¡ende que el consentimiento lo presta el Min¡sterio Público. De

este maneE se debe de entender que si no es posible obtener el consentimiento de la

victima no se podrá aplicát el Criterio de Oportunidad y deberá seguirse por el

procedimiento común.

La autorización iud¡c¡al la dará eljuez de primera instanc¡a, no obstante, el juez de Paz

debe autor¡zar el criterio de oportun¡dad si se solicita por un del¡to de acc¡ón pública

sancionado con una pena no privativa de la libertad y en los delitos cuya pena máxima

privat¡va de l¡bertad no exc€da de tres años de prisión. La función del¡uez es anal¡zar

la petición presenlada por el M¡nisterio Públ¡co y si la misma cumple con todos los

requis¡tos exigidos por la ley, señalando una aud¡encia para comparccenc¡a de las

partes. proponiendo fórmulas ecuán¡mes de concil¡ación para que fos sujetos en

confl¡cto puedan resolver sus controversias de tipo legal y lleguen a plasmar acuerdos

de mutuo entendim¡ento para solucionar sus diferencias de interés. Es decir que en

este caso, sí existe una .¡unta conc¡liatoria o audienc¡a de conciliación pero pres¡dida

por el juez contralor o eljuez de paz según corresponda de acue¡do al Artículo 25 ter

del Código Procesal Penal.
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podrá plantear. si procede otra figura de disposic¡ón de la acc¡ón penal.El requ¡s¡to

importente en la aplicación del cr¡terio de oportunidad es la reparación del daño

causado por la comisión deldelito. En el caso de que eldaño no pueda satisfacerse en

forma inmediaia. deberá asegurarse su cumplim¡ento, a tal efecto, el código prevé que

el acuerdo de conciliación realizado ante eljuez de paz tenga valor de título ejecut¡vo.

Naturelmente, las partes tienen libertad para acordar otras garantías como hipotecas,

prendas, o fianzas. Cuando e¡ daño producido no afecte a persona individual en

concreto, sino a la sociedad, el imputado deberá haber reparado el daño o garent¡zar

su repalac¡ón en el plazo máx¡mo de un año- En caso de insolvencia, el juez podrá

sustiluir la reparación por la realización de una activ¡dad en servic¡o a la comun¡dad,

por perlodos de entre quince y ve¡nte horas semanales y por un plazo no super¡or al

año, asf mismo, el tribunal podrá imponer la real¡zación de las normas de conduc{a y

abstenciones que el tribunal señale, de entre las descritas en el Artículo 25 bis del

Código Procesal Penal.

El criter¡o de oportunidad solo podrá ser apl¡cado una vez a un mismo ¡mputado por la

lesión o amenaza mediante dolo del mismo b¡en jurídico tutelado, es dec¡r, s¡ a un

imputado se le ha beneficiado otorgándole el criterio de oporiun¡dad por un delito de

estafa no podrá concedérsele este mismo benef¡cio por un nuevo delito en el que el

b¡en juríd¡co tutelado s€a la propiedad.

En este cago, pasado un año desde la fecha de aprobac¡ón del criterio de oportunidad,

sin que el mismo haya sido impugnado gueda firme y se producirá la ext¡nc¡ón de la
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acción penal, por lo que el Estado no podrá eiercer a través del Ministerio

poder punitivo en contra de esa persona por el hecho imputado.

La aplicac¡ón del cr¡ter¡o de oportunidad podrá darse desde que se tiene conocimiento

del hecho delictivo hasta antes del comienzo del debate, no obstante, lo conveniente es

que el criterio de oportunidad se aplique lo más dpidamente posible, ya que de lo

conlrerio uno de los objetivos de esta figura, como es la descarga de trabajo para el

M¡n¡gter¡o Público quedará prácticamente sin efecto. Esta med¡da implica la necesidad

de implemenüar un sistema de control de casos a cargo del M¡nisterio Público' la razón

es que al plantear la solicitud sea ese órgano quien controle d¡cho extremo, evitándose

a9¡ la práctica del pasado, provocado por la necesidad de contar con los antecedentes

penales, es importante sobre la libertad del imputado.

De lo antes expuesto, de la explicación de las medidas desiudicial¡zadoras, en las que,

pueden reunirse, tanto la victima o agrav¡ado, con el presunto sindicado' se despEnde

por el principio de legal¡dad proc€sal, que al Ministerio Público no le corresponde el

provocar y presidir juntas mnciliatorias, en sede fiscal ante sus oficios.

Por todo lo ya considerado, se estima que el Ministerio Público debe absteneGe de

realizar juntas mnciliatorias presidiendo las mismas y debe propugnar una mayor

aplicación del criterio de oportun¡dad y la mediación ante los centros de mediación

autorizados por la Corte Suprema de Justlcia, toda vez que, los convenios celebrados

en esos c:rsos, si tienen fuerza ejecutiva. La mayor cantidad del alto porcenteie de

presos sin condena proviene generalmente de los sectores marginados de la soc¡edad
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y de asuntos de poco impaclo social. El Estado necesita dedicar su atenc¡ón

delitos de mayor brevedad, sin ahondar respuestas a estos hechos, lo que explica la

imposición de reglas de conducia que propician actitudes encaminadas a prevenir

acto6 ilíoitos y confl¡ctos. La situac¡ón descrita fundamenta la decisión de otorgar un

criterio de oportunidad a todos los delitos cuya pena máxima fÜada en la ley no exceda

de 5 años de pa¡s¡ón.

De no existir o presentarse persona agrav¡ada o afectada d¡rectamente, o sí se aata de

bien jurídico difuso en lo cual no hay víct¡ma concreta, el Mln¡ster¡o Públ¡co, podrán

solicitar al Juez la aplicación del Critedo de Oportunidad siempre que se lleguen a un

convenio razonable sobre el pago de los daños y perjuicios provocados e la soc¡edad.

La certificación judicial del acla de concil¡ación celebrada con motivo del criterio de

opoütunidad tendrá cal¡dad de tftulo eiecut¡vo para eiercer la acción civil en caso de

¡ncumpl¡m¡ento.

La aplicación del criterio de oportun¡dad, provoca el archivo del proceso por el térm¡no

de un año, el vencimiento del cual, salvo que se pruebe en ese lapso fraude, error,

dolo, simulación o violencia para su otorgamiento, ocas¡onará el sobreseimiento,

finalizando el proceso penal y en consecuencia que cesen las med¡das dé coerción a

que está sujeto el sindicado. Pasado un año desde que la aplicación del cr¡ter¡o de

oportunidad quede firme, se produc¡rá la ext¡nción de la acción, por lo cualel Estado ya

no podrá perseguir a esa persona por esos hechos. El incumpl¡miento de las

obligac¡ones c¡v¡les de reparación, no provoca la anulación del cr¡ter¡o de oportunidad,
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v¡olencia.

El Artlculo 286 del Cód¡go Procesal Pena,, faculta al Minister¡o Públ¡co a rein¡c¡ar la

acción, cuando lo c¡nsidere conven¡ente, siempre y cuando no haya caducado la

scc¡ón El crilerio de oportun¡dad no podrá otorgarse más de una vez al m¡smo

¡mputado, por la lesión o amenaza mediánte dolo del mismo bien jurídico tutelado.

Es ¡mportante resa¡tar én esté apañado, que se dio mayor importancia al desarollo de

la instituc¡ón del cr¡tedo de Oportunidad, con base al pr¡nc¡pio de oportunidad y

además porque dentro de esta ¡nstitución, es el único lugar en donde la conciliación

t¡ene cab¡da y es mencionada en esta ley específca, ptecisamente en el artículo 25

Tér, que prescr¡be:

Se realizó con todos los auxiliares {iscales del M¡nisterio Públ¡co, que de muestran ¡a

falta de conocimienlo que no just¡fica su proceder y tres actas de juntas conciliatoria

como ejemplo de compromisos de pago futu¡os que no podrán cobrarse en caso de

¡ncumplimiento de los s¡ndicados.

La mayoria de encuestados just¡ficaron la conc¡liac¡ón en la sede fiscal, con base en el

Artíoulo 25 ter de Código Procesal Penal, olvidándoseles que esa concil¡ac¡ón la

pres¡dé eljuez dé paz, con ocas¡ón de la solicitud del criter¡o de oportunidad, por lo que

ese cr¡ter¡o está totalmente errado.

El Artlculo 251 de la Constitución Polít¡ca de la República de Guatemala ¡nd¡ca:

M¡n¡ster¡o Públ¡co es una institución auxiliar de la adm¡nistración pública y de

"Et
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tribunales con funciones autónomas, cuyos fines principales son velar por el eslr¡cto\lirl
cumplimienlo de las leyes del pais. Su organizac¡ón y funcionamiento se reg¡rá por su

ley orgánica".

ElArtículo 1 de la ley orgánica del Ministerio Público, decreto 40-94 del Congreso de la

República de Guatemala, establece: "El m¡nisterio Público es una institución con

tunciones autónomas, promueve la persecución penal y dirige la ¡nvestigec¡ón de los

del¡tos de acción pública; además velar por el estricto cumplimiento de las leyes del

pais"

De los artículos anter¡ores, es evidente que la actividad del ente f¡scal, debe girar en

lorno a dos funciones básicas:

Velar por el estricto cumplimiento de la leyes del país; y

Promover la persecucíón penal.

Por todo lo anlerior, cuando en el Ministerio Público, se invierte tiempo en c¡tar e una

junta conciliatoria en sede fiscal, a la víctima o agraviado y al presunto sind¡cado, para

áfr¡bar a acuerdos, deja de velar por el estricto cumpl¡miento de las leyes del pa¡s,

porque ese estricto cumplim¡enlo ¡nvolucra, qüe, la reunión antes descrita ocuna dentro

de la mediación o del criterio de oportunidad en primer lugar, y luego, se concluye que

tampoco, el ente investigador con las juntas conc¡liatorias ya señaladas, ejerceÍ la

persecución penal, sino que, por el contrar¡o, deia de ejercerla, dentro de un marco de

una institución procesal penal creada de hécho, pero que no está regulada en la ley
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ptocesal oreada por analogía que no existe en el ordenamienlo juridico guatemalteco.

Los aspeotos que deben tomarse en cuenta en una Junla Conciliatoria para llevar a

cabo ex¡tosamente una iunta conciliatoria, deben considerarse, los siguientes

aspectos:

Es necesario que la persona que interv¡ene como conciliador, conozca previamenle lós

detalles concretos del asunto que será sometido a conciliación y estudie las posibles

propuéstas de solución al conflicto. La persona que concilia, debe ser úna persona

preparada, mn experiencia en conciliar, paciente y tolerante. No debe existir ningún

vínculo o interés entre el conc¡l¡ador y las partes que tratan de avenirse, ya que ello

efectaría la actuac¡ón imparcial. El conciliador siempre debe tratar que las partes

éstablEzcan comunicacíón, que no se agredan y que traten con ayuda del conciliador,

de buscár formas o alternativas de resolver sus diferenc¡as y salisfacer de foma

eouánime las necesidades de ambas partes.
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CONCLUSIONES

1. Los prccesos de ejecución son los procedimientos que comprenden la real¡zación de

todos los aclos tendentes a hacer efectivo el derecho declarado, el rég¡men crcado

pof la sentencia que se ejecuta, o el resarc¡m¡ento patrimon¡al decretado a favor de

la parte que obluvo y, por ende, de los embargos y remates, así como dar eficacia a

los titulos ejecutivos deteminados pol Ia ley.

2. El Min¡sterio Público, es une institución auxiliar de la adm¡nistración pública y de los

tribunales; encargado, según la Constitución Politica de la República de Guatemala,

el Cód¡go Procesal Penaly la Ley Orgánica que r¡ge su func¡onam¡ento, del ejerc¡c¡o

de la acc¡ón penal públ¡ca, así como de la investigación preliminar para preparar el

éierc¡c¡o de la acc¡ón penal públ¡ca.

3- Es notorio en la lista de los títulos ejecutivos, tanto en la vía común como en la de

apremio, que las actas de juntas conciliatorias facc¡onadas por el Minister¡o Público

no encuadran como uno de ellos; es dec¡r, que esas actas no tienen fueza ejeculiva

y, por l0 tanto, desprotegen los intereses de las víct¡mas.

4, El proc,eso penal es el conjunto de normas, ¡nst¡tuciones y pr¡nc¡pios jur¡d¡cos que

regulah la tunción jur¡sd¡ccional, la competenc¡a de los jueces y la actuac¡ón de las

partes, dentro de las distintas fases procedimentales, y que t¡ene como fin,

establecer la verdad histórica del hecho y la part¡c¡pac¡ón del imputado durante la

sustanc¡ac¡ón del proceso penal para luego obtener una sentencia justa.
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RECOiIIENDACIONES

1. Es necesario que el M¡nister¡o Público cumpla con las funciones que tiene

des¡gnadas por ley, pero en espec¡al, velar por el estr¡cto cumplim¡ento de las leyes

del pais, entendiéndose por estricto, que el cumpl¡miento de las leyes se rija de

manera ¡nmutable en base a su contenido, y que se abstenga de crear figuras

procesales por analog¡a.

2. A través del M¡niste¡o Públ¡co se cumple con el principio de ¡mperativ¡dad procesal,

por lo que ni el mismo ente ¡nvestigador puede var¡ar las formas del proceso ni de

sus diligencias o incidencias, menos creando juntas conc¡l¡atorias en sede fiscal,

siendo que la funoión principal del Ministerio Público es e.¡ercer la persecución penal

en representación de la sociedad.

3. Por medio del Ministerio Público se incentiva la aplicaciÓn del criter¡o de oportunidad

ante los jueees de paz o lo jueces de primera instancia penal para que el sind¡cado y

la víct¡me lleguen a acuerdos de reparación favorables y debe remitir a los usuar¡os

que deseen conciliar s¡n ¡ntervención judic¡al d¡recta, a los centros de mediac¡Ón y

arb¡traje de la Corte Suprema de Justicia.

4. El Ministerio Público, al real¡zar juntas conciliator¡as pres¡diendo las mismas, viola

sus funciones, porque las actas que encomian ante el ente acusado¡ carecen de

fueza éjécut¡ve.
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6¡ el nuÍ¡cjpj0 de COB¡d{, $erdo las GU¡NCE HOMS tON CINCUENTA Y

ócHo i,llNúTos dél dÉ cAfÜRcF 0Et !¡Es üE ABRI| 0EL FOS Mlt oNcE

s¡ l¡ age¡rj¡ J de b ALTA VEMPAZ del [¡¡risieriD Púb]¡co, ¡lbj¿a''ia en ia

DEcl¡.ÍA AVENIDA uNÓ GUiON ÚlEClSEiS iA' 7ÓNA TRES. ante el (la)

inÍ!süÍo{á} AUXltl,cR FtgcAL l, comparÉce,r cÓn él o¡'ieto de cÉlebrár JiJl'¡TA

cONülllATORlA. quie¡les dicen lláuia¡se pff ul)e pafé ZOjIA JUDjIH CAI'tt)

Cu, ds €¡ ¡ffA! de ¿&d, soÍeÉ, Gu?lemthéca, c0ü üédijla de veclindad G16 y

rógi.sir0 !193g, exsléndjdr psr l: Hurjcipálidad de Ü0bin, Ata \¡eapaz, c}n

r€siderc¡a e]] la sepi¡ma áYflt¡d¡ dos gu¡0,1 se¡s dé i¡ :0ná ütis de ésb c¡udád'

¡üq?r qiie seiáJ; p?re c$¡qu¡ér lroiificácior¡ y pOr ¡a 0¡fá padé c0mparéc¿ lá

séñorá LETJCjA COi IIAX€M, se 3l ¡ñ0s d¿ éded, cásád? Guatemeü¿ca'

üdgban. vecl¡ilr y ¿o¡i ,ésldéncje ]i! Ave,rj,Í 1-58 del"z$e 1l d€ esl¡ cjuded

dÉ Coban A16 Verapá¡, iugrr qré señ2la para rÉcúl¡¡ ciiác¡on¿s y flolifcaci0 as'

se idénliÍs3 cúfi e¿d¡Jb rie vscilida 0.16 f ré$&0 71257, exle¡djda por la

¡;4!¡iriFJided de eSa c¡¡Jdád dé Cob¿n, Aila 'y'srapaz. paÉ e¡ eteclÓ 5€ plotede

dé lr qigujetite rí;nej3; PRiITEFO::I¡ ¡ni'¡scdia Aux¡I¿r tscal, da l¿clüra dÉ la

rjarun:¡? p?senird? por ia 'señora ZolL¿. liuDnf t}\r'io cu, ¿ ¡2 paúe

sndrc¿d¡. páI? qüÉ sé eniet¿ d¿l conie,ridü dsla mist'll¡ Par i0 que pán conül¡ai

sfl esÍa ái¡d"nciá se lÉ coilce{é l, pálabr, ? Ja pans ?g{?viada qüJen explesa o

sia¡nenle. 'yo el rlia dm de abnl del 2011 sié'1d0 las D9:;ü h0r;5

álnorÍma¡la$erle c¡Jánd0 me éIlconiü pasa¡ido por la cale principái dei ¡lercaci0

cé¡¡rsj oe esi¡ dud?d, irJj so¡}rénriida pü !a señor lFnC& COt I'IAXENA, q ¡¿n

s¡¡i ftolrvo 9¡$rl0 me sj}lpljjd it y0 c?] 3¡ s¡jÉ10' it¿E0 m¿ .i?ió del clbeJj0 y m¿

¡¡$r¡¡tó con páiab¡¿s fue.ta dé l* ¡¡$áJ, p¡'D'7ocinúúi]]e con ¿Jios lesiú'n€s leves ¿!

diersr¡ie' p;¡te$ del üüerpc puesto q¡e me ;r¡íó él lr¡tlo lá'¡lbj¿t, y 3üéHc¡0nes

deJ sislená Í¡éryjoso y de l¿ Presl¿n. Por io qre h¡Jbo neces¡dal de Itasiád¿rme á¡

HáEprtáJ Reqjsilál p3¡3 res¡v¡r lsjstencia médica, y a la Íecha r¡l¿ hán estzd0

¡nycciando p3¡E c0nir0let¡-¡¿ l0s fle$¡os y el ajojor, por Io me30s he geslá'lo al

rededor de UN M¡lOUNlEtiÍOS OUFITAIES, dé lo cuai $d0 gíe se nd pague,

ya que no ienia p¡'ev¡$o ¿sle g¡s10. sEGUl"lDo: se le cüntéde L pá¡tb¡a a la

seño¡ LETlCjn Col- l,¡.}ü€ÑA qülei] mafi¡¡esf¡: ""yo r¿cDr¡ozco que ¿l d¡á dos d¿

cbril dsi presenle añ0, empuiü a h señ0ra C/i¡lO CU pe¡o tud ¡)or que una

ssmsná árles elu p;sé etrFljtndó a mi n¡ffa y yó reacc¡üné pos¡b¡ein¿nie ' cDn

en¿j; y por s!¿ io njcs, pe"o no lodo lo qJ¿ eilá ojjs ¿s iá verdad, pero l0 qüe n0
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quiero es que este caso trascieida 5i no que se solvente sl est? o¡cina y estoy

de ¡f,ljerds 3 pag3rle los gaslss méscos ? los cuar¿s dh incunió, ya ry+ mi

e.tP!E{t Edq4! Nr.¡ila me na indhad0 We 5e compromete a da¡ €l dinero 0am cubdr

e¡e !a.:ia, FerQ $é lo5 ha¡emos en dos pagos hrciendo un pago entre la fecha del

d+: a! :eis de mayo del prssente añ0 y 4el üno al tres * iüR¡o de! lresente año.

&¡Bs pagss se harin por medio de h cu€{üa bancarh gue nos propordonari h

señora $oila J{dltll c?no Cü. TERCERO: La lntascrüa Al¡xnar Físcal hs hace

seb",r a ambas 0aries 4ue deberan r+€!+tarse de Palabla y fisiümente, y de

haber sjdo cancehdc la iotalidid de hs gastos med¡cos. la denuncia 3e

desestim¿ri como correspon@- tUA{fO: Eni4ndas ambas part€s y

qgnp¡.L{létilxs e no a$edrse ni verhal sifisicament+, se canckye la prese{*e

en elm¡srno Ugar y fecha (le sr h¡cio, habiendo tramcurddo cqalenta mi¡d¡tot, le

que previa ¡eclure, los comparecientes raüficafi, aceptan y f.rman, ¡uotammte con

el (h) A$v ¡af Fiscal.

l-EllgA cQL f*AxElrlA

.lIHDICA-OA

l.: '4'*dU t}a+t'
ZULA JUDTTH cANo cu

AüRAVIADA
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Err el m|lnicipio rie COBAil, sjendo l3s ¡lE? tiofiAs Cit! CJNCÚEÑÍA Y ocnLl

¡,,i*jiOS "n 
¡jiá DjEz oEj- MFs a,E EliÉRd) ¡€i r;os Ji!! fl'llE en la

iq";, , 
", 

n ot-* utñAPAZ del lt¡¡n¡sne¡lo Púr'ljeo' 't'icti3 
e¡i Ja tEclMA

uír o^ u,'lo eu,o,'t tiiEírsE¡s ',tr zÓi'rA TffE9 3¡ie el {ia) infesctüo{a)

AUXILHn F¡S{.A! l. c¿trlparelell co' d objeló de c€leir_dr Jll¡tiA

J¡¡ciij*aoo,", +rF¡)és djcen il¿¡iarse ToMÁs¡' xol xoi ' 38 años d e

;;;. ar** ,t" ,i" r."au. t¡ü¡¡ét! se ¡derr¡iÍca con cédul3 ¡Je vecinoa¿ Gl6

re!¡¡siro 26d35, con res¡d€¡di e¡¡ áldee 9ATEX. sAN JUAN cHAMirco ALTA

viR¡.p¡2. ¡ü:ncfots 
""Óc 

PoP, é3 añÓc ié edad' cá54d2 áma de casa

con REsi¿enciá srr gsmD g;,1 ¡liarcts Sa¡r J'án Ciiam¿¡co' Ált¿ ye¡?pa¿' q¡Jjen

si ¡¡e¡tn¿: c¿n c¡or.l, ¡¡e vecjnúa8 ¡úr¡etd de or'ie¡ LL16 ¿5:9i ias teferidas

¿loucr sc,, 
""ter,¿¡ca 

por el ,iJ¿?i4e ¡lürii¿lprl de Sát Jüán Chánrelco AIá

vs:par;FlvlRÁ T€\UL 8OT¿OC, de 29 años de edad' c¿s?da' 6tcl¡s

oorné¡t;"os q,Jié¿ 6e ¡dertiñca cün aédula 0e teci¡irla'l lrúmelo de o¡ctei't ¿r:5

res;;ro :¡its "rto¡{ij¿a r'¿r-éi 'A¡':l'je Munjcipal 
'le 

san i¡ran cramelco Alia

y"'roput. 
"on 

resi¡jén¿iá e¡, Bettio S¡n idafcos. sat__Jua¡l c¡arlr'lt'j ii3

V"rrprr, 
"*nn" 

*r*¡* pdt eiolicial ilté¡peté ierem¡as Báiz Caál y páta a¡

+reric se procede de la sigujeíle mang'á:PRIMERO: ia i'f'asttla auxi!9r !!:_':i

l,rce sáber e los co¡11p3íedasies el t¡ot¡vo de l¡ ptésalie dtlte¡cta pot i4 :i'i'

sÉ le ¿3 i¡terver¡c¡¿n a lá s+ñor¿ ¡.iERCEDE9 CI.¡OC PÓP' q¡lj¿r¡ tratiiléer3 q¡re

a l: seiiora ElViltA fFYilL BOtZOt' iiace ¿¿mÓ 
'los 'ñ's 

áP¡ox¡rn¿dame¡¡e i'
eiliregó !ar;ús {-ú;p¡!és. pe¡o á la ¡l¡ése¡!€ Íethá ¡t E ¡a paú¿d9 l's 

't¡l!l'¡3s 
y

qúe cslos objel¡s asüaide a la c¡¡¡d3'i 
'l¿ 

ul' m¡ cién qlelza¡¿s éxa¿ios Pero

"u 
.l *"o qr* Iá reteia,á señd¡e iEleir¿), la ha etgañado ¡odc esle iiernpc'

indicando qre p¡¿uio le va 3 p;qe¡ pelo rr¿ ¡á sJdG asi i_Quátr¿nie ni¿rvie'lÉ la

reñorá TO'iAEA :'af XOi, qtié, tt¿ttiesia que hace ¿or'¡lo tres tnÓs

rF.+,t¡rád¿,¡1é,:ie !]J se5il¡3 EtViRn TEYUI BCIZOü le enlregó vatjes

!u,pr"" p"ro qut, ," tt*a tro jÉ ha pagac¡ n¡i!ürl6 ¡ie eslos obieits y que lúÉ

;i;l}lG rsoérdp ! ireg tlil tie¡to veolicinco qÜeEales ?pror¡dadametrle'

SEGUNDOI irlefviene ¡a seiic'¡a ELVIRL TEYUI BÓTZOC' rtaniiesiárdo 1¿'

silruieni¿: que e¡eclis¡¡en¡e ¡lace áños. he t¿ci'¡oo vg'iÓs g!¡p¡ies ' pct p':1¿

ie las reiaidas s¿ñ,1¡as, pe¡o {ii.¡e ¡lgut¡o dé eglos {'t}jéio9 se Jos P¡ilreei¡ré e ¡a

e¿ñor¡ ELSÁ ¡E¡1c¡,' ¡r¿s dá¡os y lr 
'lltec¿jóil 

é)iác¡3 so'o sabe iille r¡*e a¡

'fa$tc itfia Vet2P22 Pér.¡ ac¡erü ¡lue a ¡a señot? l'aERCE ES CHO' PÓP'

i{¡caftili,t2 :! ,ir'Dt 12 carijd;d de seiecienlo5 q¡letza¡es y no la c¿¡¡jdad de 
'l;il

ciEn qJürzálÉs.:r; éii.le e:t'ac i '4ia 
¿feLl!¿a.;nenié a la s¿io¡e To¡"3s3 Xoj i:úl
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!e &ta Ia ca¡ld?d de lres !!il eié-llo Yea¡tici44o q¡lelzales y.nre Íte dtmg.amal¡
r paler ? g s¿ñora Tor,t?s¡ cien e]lea?Es nens¡?les lor ,rlete m4ses y ? !a

s"i.i" To¡iasá, mensuelmerié !e f)?lLtne $,n¡entos $letzales Ad€más ce esic
qüiero maniresl?r q¡re ¡e si& cbielo de a(nen3z?s por p¡r¡e de h señore

M€rcedes cfloc Pop. Lamer'.rsbbrnentee esta¡ obielos lss recibi en mi casa y el

.u:rdémo d¿ndé l!é!o a-! contol, iq dejé e¡¡ .¡¡ {39?, no tsngo un irabaio fio,
pero me naq{ responsalrle €n ..rliz?r estos pagos. Además qrierc i¡ldicar que la

señor? Meacedes me ha úclto que aúÍ cu3nd¡ Yo le [e$ls ? !4?r. Yo d+

átqlñá mánél" se les voy a papBr. por lo que leno por Fj úde y en su

opbrtün"Cad préser-táré l" dénun¿ia cor.espoñdrenté TERCEROT La señora

ÍOMASA XOL XOL, m?¡fiesta que ..5tá de acuerdo que le oaEr.x

men$ahnenie cülnientm ,¡ueEates exaclos iast? lleg¡r e le cantidad dé tr¿s mE

.rénto {siñticirro qttel¡des- l$alrnente l? seiol.¿ MERCEEES CHOC Pog.

m?niñeétá qu€ eslá de aserdo a al!é le p¡qüen F c?t¡tiüd de ¡¡OVEAIB{To:
qUETZnLES, dcual el pago men$?lserá de doscrenios quetz?les. por lo que

la señora EL\IRA TEYUL BQfZOc, ma¡itestá e$ar dé adre¡do L¡ ia{r3sc!*l

?üxllar tscat i?ce siber ¿ tos campalecia¡t.s ¡? ?p[c"c¡ór :l: :x€{d?

dosiüdiciei¡9dor¡ ds $ltérto dé opcÉünid?d, pcl lo que e€:tan de ?cltrdo a que

sé ,plid¡! l, ¡n'srrta coÍétuyé le pr¿sénle m d misflo ll'qar y fecha de su inici.)-

siendo las @cé hoás ¿on véi¡ticin.o minrtos. t que prer¡a l€ctur¿. 1os

iom9arecientes r?t ñcan. ?ceotan y f¡¡m¡n, juntament€ cón el (la) Aüv.iliar r!:cel.

(-'l

ti

Toiitala xol xol ,

8#* ,rr"r. nooo.

5to-

rVet c.,¿e1 ¿\t0.,
AIERCEOES L.r¡¡C POP

cln Jo!,t
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con el{lá) Aüxliiar Fis¿et

¡IS:¡IIÁ D]STRII.{ DE .1iT4 \¡ELt?¡.z
i,lPIir,l011r. 11t

¡{t:]ic!:i l,!!iEii

¿é;*éF

:)it5TERIO Pt]Br (:(l

EI)

Loti fzul

Ei¡ ci irLrj.iir¡iJ c¿ COEÁtj sr3,lrc las NUE ! EARAS Ca,l.! \,¡El¡ttjNut-'E
frlt¡ltltos aiéi ü¿ yFli!itst;tF lEL t?iÉS OE €N€EO LrlL tes iíl[ ONaE é¡]
j. Ageicir¡ 1 i:e la ¿L_iÁ r/EFAF¡Z del i!¡j¡ri¿r'¡o Fúrjjl;ó, I]¡ri.áoá ¿i] ¡; DECjrjA
ñi/Ei\itúÁ UNO GUioN orECjSEis ?'zcNi TfiEs, a¡ie et ü:) ¡rtus¡rjtoi3)
AUIjiIAF Ftsar!! I coDp¡)?ce, con el objerc de céj¿brai JU¡JíA
CONCI|IATORA, qúieJres {tcer'r Úamarse en catjdad de ágra$ldo C"An!OS
MÁlirLJEt 6.AtiúN Tziil qrjen sé álxttjr d.t A¡¿lrdo J; j\otarjo iurs Er,res¡¿
:iori, tu¡e4r¡ y én .;¡jit¡d de s-j4Jjcaao EiGÁi REtiE poF cA4! 

' 
p¡m :i

efec¡o se üo.éde o€ ia sili¡;enie m¿rer¿:
fEliúEiC: r;s tafigs sé prsse¡U á¡ié es¡: F¡sc;,j: pa¡a t;egar a urr a.,¿Eta}
dd 5¿uérCo , 1t ocurh¿a et ¿ia Jdll2¡?0it en dondé et sériúr.Cairs ttunú+¡
Eailon rerulto ¡er¡onado, ¿n tonúe trvg qlj¿ jncrrtr ¿,1 q;s¡rs ,l;édjcós, tr¿r ¡ó
tlr6 lé sótci¡r a] sé]jl)| Ed!¡r JiéDe Fóp Cáej, gr¡e pálrr c¿¡ ¡os gás¡os,
SE¿JN!¿:Ej r-¿ñor Engá¡ Re¡e p¡p Caál máriiesia g¡j¿ j¿,.r+d,_. ür¡c¿br ja
fi¿t¡dad de O1ai.5!0 !0 e¡r c¡raÍo p:gos ,lé O4,j25 t0 ej d;a iir A¿ czta mÉs.
de llbf6tt, 2 !r.y6 det 2ña 201 1 , el cLal se ,2 .eaü.zar ¿t pagc en neposj¡o 3 lá
.!énia re¡ sei¿r cra¡ios ¡r¿nue¡ 6¡¡ún Tzlt ils, bánco dlcta É¡i¡¡ári es p¿¡ Jos
qá¡rs lrcü¡l¡Jos e¡ fieojcin -a y @ér¿.ión. pzr2 ja úat ¿J se;¿r Cárrs nrá¡jr¿si:
egÉr d¿:,cL¡¿.ó¿ y pcst¡rjürjlénr¿ .u:rdo sé ¡eáIce já cá¡cebdjr¡ dé di.j,;
¡:¡t¡.lad él ,grv¡dó vérds á desigj, d¡.ha deruncj, en coijtfa e¡ señ3¡ ;i&ri

I ERCEQó:+anciuye la prese{ie et1 et .dismo Iuqai y fecira ée su F.icio, h¿bieooo
iranscurddo qrince crúrütos, Ia que pre,ria iectifa, tos comparec¡én¡es raii¡c¡u.

püp caar

,.-.".íii-4,r\ \rir:i" 'Y';\r-: r1-¿\gt- ,€*i
&.-{g

Li¡- Lni€ Enresto Scda ¡{ied¡¡a
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\'tu.,'Resultados de la encueota practicada en el M¡n¡sterio Públ¡co

1.- ¿cuál es su puesto en el Min¡ster¡o Público?

o Agente Fiscal

I Aux¡liar Fiscal

lnterpretación; En esta gráfica se observa que el 23% de encuestados fueron agentes

fiscales mientras que la mayoría son aux¡l¡ares f¡scales quienes son los funcionar¡og

que d¡rectamente elaboran las aclas de juntas conciliatorias en el M¡nistedo Público

120



ffi;"'-"
/=t=!i;,*,'."!"g
Y"J-'"-Ff

2.- ¿Conooe las t¡guras procesales que el Código Procesa¡ Penal facultan para qu.\eo'"y'

exista acuerdo y reparación entre vlctima y agraviado?

100%

lnlerpretac¡ón: El 100olo de los encuestados diio conocer las figul.as procesales por las

que se puede proceder al acuerdo y lá teparación según el Código Procesal Penal,

pero en el razonamiento de su respuesta, solamente mencionan el criterio de

oportunidad, se les olvida la mediación y la suspens¡ón condicional de la persecución

penel, lo que revela la pésima preparación de los funcionarios encuestados.

727



zí1¡+
/s"5::':
i.€,s!1i:

3.- ¿Cuál es el fundamento legal en el que se sustentan las juntas conciliatoriát{,, 
., ,' 

'

real¡zadas en el Minister¡o Público?

tr no hay

t 25 Ter

lnterpretacién: En este gráf¡ca se ve que la mayoría de encuestados considera que el

fundamento de las conc¡t¡ac¡ones que celebran es el Artículo 25 Ter del Código

Prooesal Penal, pero se les olvida que ese es el fundamento de la conciliación ante el

juez de paz en v¡rtud deltrámite del ffiter¡o de oportun¡dad.
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4.. ¿Alguna vez ha presidido alguna junta conciliator¡a en la mesa a su cargo? \,...i

1000/"

lnterpretec¡ón: En este apartado se puede leer que lodos agentes y aux¡liares fiscales

han presidido juntas concil¡ator¡as en las mesas a su cargo siendo este un grave error

de derecho
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